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ACTA DE SESIÓN PÚBLICA DEL PLENO DEL TRIBUNAL ELECTORAL DEL DISTRITO FEDERAL
14 DE MAYO DE 2010
MAGISTRADO PRESIDENTE. Buenas tardes. En la Ciudad de México, Distrito Federal, siendo las doce horas del catorce de mayo de dos mil diez, establecidos en la Sala de Sesiones del Tribunal Electoral del Distrito Federal, da inicio la sesión pública del Pleno de este Órgano Jurisdiccional convocada para esta fecha. Solicito al Secretario General, verifique la existencia de quórum legal para sesionar válidamente.
---
SECRETARIO GENERAL. Si señor Presidente, le informo que se encuentran presentes los cuatro Magistrados Electorales que conforman el Pleno de este Tribunal Electoral local, por lo que en términos de los artículos 181 del Código Electoral del Distrito Federal y 8, fracción I del Reglamento Interior, certifico la existencia del quórum legal para sesionar válidamente.---------------------------------------------------

MAGISTRADO PRESIDENTE. En virtud de lo anterior, se declara abierta la sesión. Señor Secretario, sírvase dar cuenta con el orden del día programado para esta sesión pública.

SECRETARIO GENERAL. Con su venia señor Presidente, señores Magistrados, el orden del día programado para esta sesión pública se conforma con siete proyectos de resolución, correspondientes a tres juicios electorales, dos juicios especiales laborales y dos juicios de inconformidad administrativa. No omito mencionar, que los datos de identificación de los asuntos a resolver, como son: número de expediente, actor y autoridad responsable, fueron debidamente precisados en el aviso que oportunamente se publicó en los estrados de este Órgano Jurisdiccional. Es el orden del día programado para esta sesión pública señores Magistrados.---------------------------------------
MAGISTRADO PRESIDENTE. Solicito al licenciado David Franco Sánchez, dé cuenta con el proyecto de sentencia emitido en el expediente TEDF-JEL-005/2010, que la Ponencia a mi cargo, somete a consideración de este Órgano Colegiado.-------------------------------------
LICENCIADO DAVID FRANCO SÁNCHEZ. Con su autorización, Magistrado Presidente, señores Magistrados. Con fundamento en lo dispuesto por la fracción IV, del artículo 199 del Código Electoral del Distrito Federal, doy cuenta con el proyecto de resolución del juicio electoral identificado con el número 05 de este año, promovido por el Partido Acción Nacional, en contra de la resolución emitida por el Consejo General del Instituto Electoral del Distrito Federal, dentro del expediente de queja administrativa 084/2009, por la cual se le impuso una multa equivalente a $63,108.00 (sesenta y tres mil ciento ocho pesos 00/100 M.N). En el proyecto que se somete a su consideración, se sustenta la competencia de este Tribunal, al corresponderle conocer de las impugnaciones en contra de resoluciones de las autoridades electorales del Distrito Federal, incluyendo aquéllas en las que se determine la imposición de sanciones, lo que se actualiza en la especie, toda vez que el acto que se impugna es una resolución dictada por el Instituto Electoral del Distrito Federal, dentro de un procedimiento de queja administrativa, mediante la cual, impuso una sanción a un partido político por incumplimiento a sus obligaciones en materia de acceso a la información pública que regula el artículo 81 del Código Electoral, en relación con la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública, ambos del ámbito local. Tras precisarse que no se actualiza causa de improcedencia alguna, se procedió al estudio de fondo, siendo que para mejor comprensión del asunto, se estimó conveniente relatar los antecedentes del procedimiento administrativo sancionador en el que se dictó la resolución controvertida, así como de la cadena impugnativa respectiva, que en síntesis son los siguientes: 1. El cinco de junio de dos mil ocho, Carlos Duarte Cruz solicitó información al Partido Acción Nacional en el Distrito Federal, sobre los gastos erogados en propaganda en medios, la cual fue respondida el catorce de julio siguiente. 2. No conforme con tal respuesta por considerarla incompleta, el mencionado solicitante interpuso recurso de revisión ante el Instituto de Acceso a la Información Pública del Distrito Federal, el cual fue resuelto el veintitrés de septiembre del mismo año, ordenándose modificar la citada contestación partidista y que el Partido Acción Nacional proporcionara la información solicitada siguiendo los lineamientos establecidos en dicha determinación. 3. Tras realizarse varias actuaciones relativas a la ejecución de la citada determinación, el órgano autónomo referido, acordó que el Partido Acción Nacional había incumplido con lo ordenado en el recurso de revisión, y por tanto dio vista al Instituto Electoral del Distrito Federal. 4. Dicho órgano electoral tuvo por recibidos los autos del recurso de revisión citado, y ordenó formar el expediente de queja 084 de 2009, dentro del cual, el Consejo General resolvió que ese partido era administrativamente responsable de incumplir con sus obligaciones en materia de transparencia y acceso a la información pública imponiéndole la sanción correspondiente. Precisado lo anterior, en el proyecto se señalan los agravios hechos valer por el actor, considerándose que lo alegado relativo a que la responsable llegó a una determinación errónea, al soslayar constancias que evidenciaban diversos hechos, resulta inoperante, toda vez que si bien el Consejo General resolutor fue omiso en considerar expresamente, por un lado los hechos referidos a la primera ampliación de información con la que el diez de octubre de dos mil ocho el Partido Acción Nacional pretendió dar respuesta integral a la multicitada petición de información, y por otro, los hechos referentes a la correlativa determinación de incumplimiento pronunciada el siete de noviembre de dos mil ocho por la autoridad revisora, se estima que ello no causa perjuicio al impetrante ni trasciende para los efectos que pretende, dado que se trata de actos relacionados con el seguimiento que dio la autoridad en materia de información pública a fin de que se ejecutara lo ordenado en su resolución de fondo, dictada en el recurso de revisión de mérito, y en consecuencia, se proporcionara a cabalidad la información originalmente solicitada. En cambio, en el proyecto se considera que lo que realmente se evidencia con tales hechos, es que, previo a que se diera vista a la responsable, existió un primer mandato de ejecución requiriendo al partido a fin de que diera cumplimiento a su obligación en materia de acceso a la información, el cual si bien fue atendido por éste, no satisfizo los lineamientos requeridos, y a pesar de que el Instituto de Acceso a la Información Pública del Distrito Federal, exigió por segunda ocasión a dicho instituto político que se apegara a lo que se había ordenado, ese partido nuevamente emitió una respuesta ineficaz, lo que dio lugar al diverso Acuerdo del quince de enero de dos mil nueve por el que, ante la persistencia en el incumplimiento, se instruyó dar vista al Instituto Electoral del Distrito Federal. Ahora bien, con relación al hecho relativo a que la autoridad revisora declaró precluído el derecho del ciudadano que solicitó originalmente la información, para manifestar lo que a su interés conviniera respecto de las modificaciones a la primer respuesta que dio el Partido Acción Nacional, se dice en la propuesta resolutiva que si bien de la lectura de la resolución impugnada se advierte que el acontecimiento que se narra, fue soslayado por la responsable, tal circunstancia tampoco favorece la pretensión del hoy promovente en el sentido de demostrar que sí cumplió con sus obligaciones en materia de acceso a la información pública, pues esa declaratoria por sí misma, sólo constituyó la consecuencia jurídica del no ejercicio del derecho de audiencia que se le concedió al particular para que pudiera intervenir en su calidad de parte afectada. Es decir, que la preclusión del derecho a manifestarse del que era titular el solicitante de la información pública, en forma alguna implicaba que lo ordenado en la resolución recaída al recurso de revisión de referencia, se tuviera que considerar satisfecho, ni vinculaba a la autoridad responsable para realizar un pronunciamiento en ese sentido, pues quien tenía que valorar sí el alcance de la respuesta ampliada cubría las exigencias de lo solicitado, era precisamente la autoridad emisora de la resolución de fondo dictada en el recurso de revisión atinente, a fin de verificar el cumplimiento de su decisión toral, la cual, según el artículo 88 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Distrito Federal vigente en la época de su emisión, era definitiva, inatacable y obligatoria para los entes públicos y particulares. Asimismo, en concepto de Magistrado Ponente, todo lo anterior torna igualmente inoperante, lo aducido en el sentido de que la resolutora, omitió considerar diversas actuaciones, que modificaron los hechos tomados en cuenta para establecer la individualización respecto de la multa con la que se sancionó al Partido Acción Nacional. De la revisión de los hechos no mencionados en forma directa por la responsable en la parte relativa de su resolución, como se señala previamente en el proyecto al analizarse la acreditación de la conducta sancionable, se aprecia que se refieren a diversas acciones realizadas tanto por las partes como por la autoridad revisora, como son, que el partido político envió una respuesta modificada al solicitante de la información pública, de lo cual informó al Instituto de Acceso a la Información Pública del Distrito Federal y éste a su vez, dio vista al solicitante con tal respuesta pero ante la falta de desahogo, le declaró precluído su derecho a manifestarse con relación a dicha respuesta; y, por otro lado, determinó que la ampliación de información citada no cumplía con lo ordenado en el recurso de revisión de mérito. Sin embargo, se estima que, en todo caso, la única conducta que pudiera resultar relevante para efectos de individualizar la sanción, fue la desplegada por el infractor, dado que la falta de desahogo de una vista por parte del entonces recurrente, no incidió en las circunstancias en que se demostró la comisión del injusto administrativo, mientras que de lo acordado por la autoridad revisora, sólo se desprende que a pesar de que el partido intentó dar cumplimiento a lo ordenado por la revisora, subsistió la corroboración del incumplimiento. En tales condiciones, el hecho de que el Partido Acción Nacional realizara acciones tendentes a cumplir con su obligación de entregar a cabalidad la información pública que le fue solicitada, aún cuando no lo consiguiera, revela la falta de intencionalidad en cuanto a no proporcionar la información pública en los términos requeridos; es decir, que se trató de una actitud culposa que se traduce en una atenuante en la graduación correspondiente; no obstante, la responsable en este aspecto ya había considerado la actuación omisiva del infractor como culposa y constitutiva de una atenuante, por lo que aún cuando se estimara tal elemento fáctico de manera expresa, ningún beneficio le reportaría al hoy actor, pues la intencionalidad en su conducta omisiva ya fue calificada a su favor. Por tal motivo, se propone confirmar la resolución combatida. Es la cuenta, señor Presidente, Señores Magistrados.-------
MAGISTRADO PRESIDENTE. Gracias licenciado. Señores Magistrados está a su consideración el proyecto de cuenta. --------------

MAGISTRADO PRESIDENTE. Me permitiré hacer algunos comentarios. Primero que nada, mencionar que este asunto y el que sigue en esta sesión, son relativos a la materia de transparencia, es decir, a la obligación que tienen los partidos políticos de entregar la información de ellos a los ciudadanos, producto de la reforma tanto a la Ley de Transparencia y Acceso a la Información, como del Código Electoral del Distrito Federal; si bien esto es muy loable, presenta varios problemas a los que ahora nos estamos enfrentando y tendremos que ir resolviendo, conforme vayan llegando otros asuntos similares. Adelanto el sentido de mi voto, obviamente va con mi propuesta, porque en esos términos planteó la demanda el partido político y por las razones que se han expuesto, se llega a la conclusión de que se debe de confirmar la resolución del Instituto. Sin embargo, si vemos, hay varias dudas que genera este aspecto, dudas que están a la reflexión, y en el sentido de qué tipo de ente obligado, son los partidos políticos en esta materia de transparencia. Dado que, si bien el artículo 31 de la Ley de Transparencia, dice: “Los partidos, asociaciones y agrupaciones políticas son —le llama— sujetos públicos obligados a la transparencia y al acceso a la información…”, y obviamente dice que deben entregar la información. Sin embargo, cuando vemos en los demás entes obligados, que todos son entes gubernamentales y estatales, en el artículo 4 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Distrito Federal, nos define, para los efectos de esta ley, qué se entiende por ente público; y aquí vienen todos los órganos de gobierno, órganos autónomos y entidades de la administración pública; y todo está compuesto por servidores públicos. Así las cosas, el Instituto del Acceso a la Información del Distrito Federal tiene competencia para ver sí se está cumpliendo o no con esta ley. Hay un recurso de revisión para los particulares, en caso de que no estuvieran satisfechos con la información que se les proporciona o, en su caso, por la omisión. Derivado de la resolución que emita el InfoDF al recurso de revisión, se podría promover un juicio de amparo de acuerdo a la ley. En ese orden de ideas, la consecuencia jurídica para la dependencia o el ente público, que no cumpla con sus obligaciones en materia de transparencia, es que sus servidores públicos que no cumplieron con la solicitud de información, sean sancionados de acuerdo a la Ley Federal de Responsabilidades de los Servidores Públicos. Aquí empiezan los matices con los partidos políticos. Primero, no es un ente público; segundo, derivado de un incumplimiento no va a aplicarse la Ley Federal de Responsabilidades de los Servidores Públicos. Entonces, la consecuencia es dar vista al Instituto Electoral del Distrito Federal para que inicie un procedimiento de queja para efectos de sanción. Sin embargo, aquí nos lleva a preguntarnos varias cuestiones. En esta queja que da inicio y que es la que estamos ahora resolviendo nosotros, se exhibe la resolución del Instituto de Información Pública, ésta es una documental pública que de acuerdo con la ley, es definitiva e inatacable, y obviamente, en este caso concreto no hay evidencia o prueba alguna de que haya un amparo interpuesto o algún otro medio de revisión hacia eso. Nosotros lo damos como una documental pública con valor probatorio pleno. No lo alegan los partidos, en este caso el partido que viene en este asunto correspondiente no lo alega, pero se les exige que funden y motiven su negativa a dar la información, es decir, su omisión, o que funden y motiven el por qué no dieron la información completa. Desde mi punto de vista esto no es procedente, aunque está en la ley ¿Por qué? Porque quienes deben de fundar y motivar sus decisiones, sus resoluciones son las autoridades. Los partidos políticos no son autoridades, son entidades de interés público; en todo caso, desde mi punto de vista, deben dar las razones y justificaciones por las que no otorgan la información pública; pero no se le puede exigir que funden y motiven. Entonces, ahí hay un primer problema, pero eso es de fondo en relación al procedimiento que va en la cuerda del Instituto de Información Pública. Pero ya pasando a la parte electoral, vemos que a partir del artículo 81 y sobre todo el 82 del Código Electoral del Distrito Federal, se establece que también están obligados a dar la información. El artículo 82 dice que: “Las asociaciones políticas deberán publicar, difundir y mantener actualizados en sus órganos de difusión y en sus sitios de Internet, la información relativa…” y, obviamente son muchas, son 28 fracciones, es decir, 28 tipos de documentación o información pública que debe tener. Al darle vista al Instituto Electoral del Distrito Federal, él inicia una queja, pero aquí se viene un problema. -Yo creo que en la parte de este asunto, el Magistrado Delint también intervendrá en este aspecto -, sería hasta dónde se puede meter el Instituto Electoral del Distrito Federal a revisar la resolución del Instituto de Información Pública. ¿Por qué? Porque por un lado, en la parte de contenido ya están, de fondo, está resuelto y es una resolución definitiva e inatacable; y por otro lado, el procedimiento de queja sería exclusivamente para la sanción; es decir, para verificar si cumplió el partido político con las disposiciones del Código y, obviamente, de acuerdo también de la Ley de Transparencia vinculadas al Código, e imponerle o no una sanción. Pero aquí viene una línea muy delgada en donde se pueden intercambiar o invadir competencias. No digo que lo haya hecho en este caso el Instituto, digo que es a lo que vamos a estar expuestos en estos asuntos ahora, de que en un momento dado el Instituto vaya, por un lado, más allá en el emplazamiento, cuando le dé vista el Instituto de Información Pública o, por otro, a que se meta al fondo, y podríamos tener dos resoluciones contrarias en el mismo asunto o hasta tres en un momento dado si hubiera estado un amparo, en el sentido de que el Instituto de Información Pública puede decir que no se cumplió, mientras que el Instituto para imponer la sanción, podría sostener que sí se cumplió. Entonces aquí ya no está muy coherente este sistema; es decir, puede haber dos diferencias, y que en realidad no está revisando el fondo, nada más está viendo lo relativo a la sanción. Entonces, hay este problema que debemos estar alertas y debemos ir corrigiendo; es decir, debemos ver hasta dónde se debe de inmiscuir el Instituto Electoral del Distrito Federal; y hasta dónde tiene competencia para conocer. Entonces, creo que esto merece mayor reflexión en cómo está redactado, tanto en la Ley de Transparencia como el Código Electoral, para poderle dar congruencia a todo este sistema, y así sí tener un medio de control jurisdiccional sobre las resoluciones del Instituto de Acceso a la Información Pública y, por el otro, quedar muy claro si el Instituto interviene para sancionar a los partidos, cómo sería ése vínculo entre la resolución del Instituto de Información Pública con la resolución a la queja que le da. Es cuanto.--
MAGISTRADO PRESIDENTE. Magistrado Armando Maitret tiene el uso de la palabra.----------------------------------------------------------------------
MAGISTRADO ARMANDO I. MAITRET HERNÁNDEZ. Gracias Magistrado Presidente, distinguidos Magistrados. Desde luego comparto y adelanto aquí el sentido de mi voto, comparto en su integridad las consideraciones y resolutivos que se proponen en su proyecto, y que se propone confirmar la sanción que impuso el Instituto Electoral del Distrito Federal al partido político. Fundamentalmente, porque no hay agravios suficientes, ni principios de agravio, como para poder revocar o modificar la resolución impugnada. Ésta es la razón central por la que, desde mi punto de vista, se confirma la resolución. Pero efectivamente, yo comparto la inquietud del Magistrado Presidente y por eso hago esta intervención, para dejar a salvo un criterio que me parece que tendremos que ir definiendo, sí es que estos asuntos siguen llegando a nuestra jurisdicción y no hay modificaciones legales que aclaren el tema, para ir sentando precedentes ¿Por qué? Porque desde luego, me parece que la naturaleza jurídica de los partidos políticos como entidades de interés público, les garantiza desde la Constitución, derechos fundamentales que se tienen que defender. Y en estos casos de acceso a la información pública pareciera —por el diseño legal— que las resoluciones del InfoDF son definitivas y firmes, lo cual, me parece que dan lugar a casos en los que se atente abiertamente contra los derechos de los partidos políticos, e inclusive, el diseño legal de que en cuanto determine el InfoDF que hay un incumplimiento, se dé vista al Instituto y éste inicie un procedimiento administrativo sancionador que, como en el caso, desemboca en la imposición de una sanción. Me parece también, que como lo destacó el Presidente, puede eventualmente, generar resoluciones contradictorias. Estoy pensando, por ejemplo, que el partido político entregue información de manera parcial y, para el InfoDF no cumplió con sus obligaciones, el quejoso o el solicitante recurre al amparo respecto a esta determinación, y en el amparo se determina negar al quejoso su derecho, y decide el juez correspondiente de amparo, que no hubo violación a algún derecho fundamental del ciudadano solicitante. Pero, por otro lado, en el Instituto ya se le está sancionando, cuando en el fondo, un juez que sí tiene competencia para eso, determinó que no había incumplimiento. Por eso, yo considero que en el diseño legal o en los criterios que eventualmente se puedan ir sentado desde este Tribunal, y en las revisiones correspondientes en la Sala Superior o en la Sala Regional, tendría que verse, desde mi perspectiva, la necesidad de que hasta que la resolución del InfoDF sea firme y definitiva por una determinación de una autoridad jurisdiccional, de ser el caso, se pudiera o se tuviera que dar vista al Instituto Electoral, también cuidando, por supuesto, -insisto-, la debida defensa de los derechos de los partidos políticos, en lo que coincido totalmente con el Presidente, no se les puede ver como autoridades propiamente dichas. Muchas gracias, Presidente.----------------------------------------------
MAGISTRADO PRESIDENTE. ¿Algún otro Magistrado? Magistrado Alejandro Delint García tiene el uso de la palabra.----------------------------
MAGISTRADO ALEJANDRO DELINT GARCÍA.- Muchas gracias. Gracias Presidente, compañeros Magistrados. Yo me había reservado para intervenir en mi asunto, pero en realidad ya mis compañeros entraron a un tema del cual también, quiero poner a consideración de este Pleno, independientemente de no abordar en este momento el proyecto que sigue en el orden del día, y estas reflexiones ya las han manifestado tanto el Presidente, como el Magistrado Maitret; pero yo las quiero decir, tal vez con la siguientes palabras. Desde luego es de celebrar que los partidos políticos sean entes obligados a la transparencia y al acceso a la información pública ¿Por qué? Porque evidentemente, independientemente de que no son autoridades, - en eso coincido -, sí son entes que manejan recursos públicos, y en tanto manejan recursos públicos, me parece que la transparencia y el acceso a la información es obligado. Se saluda entonces esta parte de la reforma a la ley, que viene a ser una vía más democrática en ésta ciudad. También debe pensarse, no con el afán de resolverlo en este momento, pero sí de ponerlo en la mesa y de mandar muy respetuosamente, también, un mensaje y si se puede decir así, tanto a los legisladores como a los propios partidos políticos, derivado precisamente, de las actuaciones de este Tribunal en lo siguiente: ¿Cuál es el ámbito de competencia? Ya lo externó el Presidente y el Magistrado Maitret, entre el InfoDF y las autoridades electorales. Concretamente el Instituto, pero también este Tribunal, y ahora explico por qué también este Tribunal. Se trata, en todo caso, y en este asunto que nos puso a consideración el Secretario de Estudio y Cuenta, de una materia sustantiva, especializada que es la transparencia y el acceso a la información pública. Subrayo el término o el concepto de materia especializada como lo es y lo fue, en sus inicios —desde luego lo es todavía hoy— la materia electoral. Esto es, la transparencia y el acceso a la información son materias jurídicas especializadas. Ahora bien, aquí es donde viene, - como ya lo señalaban mis compañeros -, un problema de diseño en la ley y un problema que ya, a la hora de llevar los asuntos tanto a los Tribunales como es el caso, como a las propias autoridades administrativas, pudiera generar confusiones y pudiera generar problemas. Si nosotros atendemos a lo establecido por el artículo 31 de la Ley de Transparencia, nosotros vamos a ver que dice: “Los partidos, asociaciones y agrupaciones políticas son sujetos públicos obligados a la transparencia y al acceso a la información…”, y luego sigue diciendo el texto, “Ante incumplimientos en materia de transparencia y acceso a la información, el Instituto de Acceso a la Información Pública del Distrito Federal dará vista al Instituto Electoral del Distrito Federal para que determine las acciones procedentes..”. Y entonces, ¿cuáles son esas acciones procedentes?, como fue el caso concreto, y aquí nos tendríamos que ir al procedimiento establecido en el artículo 175 del Código Electoral, el procedimiento de queja. Pero este procedimiento de queja, y estamos aquí hablando de términos estrictamente procesales, descansa ¿en qué? En la violación o aparente violación, y en este caso más bien no aparenta una violación determinada por el propio InfoDF de normas de carácter o de naturaleza o sustantivas en materia de transparencia y acceso a la información, y cuáles son estas en el Código Electoral del Distrito Federal, básicamente las establecidas en el artículo 81 y 82 del mismo Código que he mencionado. ¿Y qué sucede entonces? Sabemos nosotros que en la materia electoral los partidos políticos tienen diversas obligaciones, y desde luego, también derechos. Pero dentro de estas obligaciones, en este caso muy particular, estamos hablando de obligaciones que tienen que ver con transparencia y acceso a la información. Transparencia y acceso a la información que es materia sustantiva de competencia exclusiva, me parece, si no exclusiva; ahí viene el debate del InfoDF. Y entonces, se puede dar, - no voy a ser redundante, lo que ya señalaron mis amigos y mis compañeros -, un doble procedimiento. Uno ante el InfoDF, en donde desde luego hay formalidades esenciales del procedimiento como mandato a constituciones se deben de respetar, hay una garantía de audiencia y una serie de situaciones de desahogo de pruebas, y luego otro entre el Instituto Electoral. Y aquí cabe la reflexión, porque también estaríamos contrariando aspectos constitucionales, que si bien entiendo, no son del ámbito de competencia de este Tribunal, se ha debatido mucho sí es un Tribunal de legalidad y lo es, y no de constitucionalidad, sigue en la reflexión, en la reflexión jurídica vale decirlo. Nadie puede ser juzgado dos veces por la misma causa, y aquí parecería que se está haciendo un juicio —valga la expresión juicio, desde luego estoy hablando de un procedimiento, no propiamente de un juicio, un procedimiento administrativo en el InfoDF y en el IEDF— dos veces por el mismo hecho. Sé que pueden algunos decir: “…no, no, es que no es el mismo hecho; una cosa es violentar las normas de la Ley de Transparencia, que es por lo que interviene el InfoDF y otra distinta es violentar el artículo 81 y 82”. Así es formalmente, pero sustantivamente ambos cuerpos normativos lo que están tutelando es la transparencia y el acceso a la información pública. Y entonces, esta situación es digna de análisis. También cabe la reflexión, y aquí tal vez los puristas u ortodoxos del derecho procesal, desde luego, pueden pensar que lo que voy a decir ahora es verdaderamente descabellado, pero también debe pensarse que sí la transparencia y el acceso a la información pública son disposiciones, es materia de orden público y de la mayor importancia como lo es, eso creo no debe haber duda al respecto, hasta dónde —y aquí también viene un tema de debate— hasta dónde —que no exista un agravio expreso, como fue el caso, y yo coincido, y también es el siguiente asunto, y viene en ese mismo sentido— hasta dónde inhibe procesalmente, desde luego es correcto esta inhibición, la intervención de una autoridad. Dicho de otra manera, como no hay agravio expreso, a pesar de que hubo o pudiera haber una situación de defensa de un partido, pues entonces no se puede intervenir. No quiero generar mayor confusión al respecto. Lo que quiero señalar es que este tema sí es un tema que me parece, y el proyecto que nos presenta el presidente, desde luego es muy puntual y muy oportuno, debe quedar como en la mesa de reflexión y pasar de la mesa de reflexión, respetuosamente, a las instancias correspondientes para que juntos InfoDF, IEDF, este Tribunal, y desde luego los legisladores, cada quien, desde luego en el ámbito de sus competencias, se pudiera atender este diseño que como bien decía el Magistrado Maitret, genera o puede generar ya en la práctica situaciones confusas. Muchas gracias.------------------------------------------------------------------------
MAGISTRADO PRESIDENTE. ¿Algún otro Magistrado? Magistrado Darío Velasco Gutiérrez tiene el uso de la palabra.---------------------------
MAGISTRADO DARÍO VELASCO GUTIÉRREZ.- Gracias Magistrado Presidente, compañeros Magistrados. Realmente no tenía la intención de participar con mi opinión en este caso; sin embargo, me parece importante dejar sentado en esta ocasión el que no pasa desapercibido por el suscrito, el hecho de que el Instituto Electoral del Distrito Federal, en mi opinión, se excedió en las atribuciones que le competen, en razón de lo siguiente: El Instituto de Información Pública del Distrito Federal, al resolver el recurso de revisión identificado con la clave RR-724/2008, determinó sólo dos cuestiones: El primero, dar vista al Instituto Electoral del Distrito Federal, con relación a una solicitud de información que hizo el ciudadano Arturo Oropeza Ramírez y, el segundo punto, es en cuanto a que ordena al Partido Revolucionario Institucional en el Distrito Federal, que proporcionará la información solicitada, agregando además, que sí no se cumplía con la entrega de la misma; es decir, de la información solicitada, se daría una segunda vista al propio Instituto Electoral. Pese a ello, el Instituto Electoral del Distrito Federal determinó imponer una sanción al Partido Revolucionario Institucional. Esto, por no haber proporcionado la totalidad de la información que le fue solicitada. Pese a ello, el partido político del que se trata, no hizo valer tampoco una situación como agravio. Razón por la que, pues también atendiendo el principio de congruencia que debe existir entre la demanda que se plantea y la sentencia que se emite, este Tribunal está realmente impedido para pronunciarse respecto de cuestiones controvertidas. Entonces, es el tema que podríamos estar mencionando. Y, desde luego, advierto, que en esta parte no podemos dejar pasar por desapercibido este aspecto. Muchas gracias.------------------------------------------------------------------------
MAGISTRADO PRESIDENTE. ¿Algún otro comentario? Al no haber más comentarios, señor Secretario General recabe la votación que corresponda.-----------------------------------------------------------------------------
SECRETARIO GENERAL. Si señor Presidente. Magistrado Alejandro Delint García.----------------------------------------------------------------------------
MAGISTRADO ALEJANDRO DELINT GARCÍA. A favor.


SECRETARIO GENERAL. Magistrado Armando Maitret Hernández. 


MAGISTRADO ARMANDO I. MAITRET HERNÁNDEZ. En favor del proyecto.----------------------------------------------------------------------------------
SECRETARIO GENERAL. Magistrado Darío Velasco Gutiérrez.

MAGISTRADO DARÍO VELASCO GUTIÉRREZ. Con el proyecto.


SECRETARIO GENERAL. Magistrado Presidente y Ponente Adolfo Riva Palacio Neri.----------------------------------------------------------------------
MAGISTRADO PRESIDENTE. A favor.------------------------------------------
SECRETARIO GENERAL. Señor Presidente, señores Magistrados, el proyecto de resolución ha sido aprobado por unanimidad de votos.


MAGISTRADO PRESIDENTE. En consecuencia, se resuelve: -----------
ÚNICO. Se confirma la resolución RS-03-10, emitida el veintisiete de enero de dos mil diez, por el Consejo General del Instituto Electoral del Distrito Federal, dentro del expediente de queja administrativa IEDF-QCG/084/2009.-------------------------------------------------------------------------

MAGISTRADO PRESIDENTE. Solicito al licenciado Adolfo Vargas Garza, dé cuenta con el proyecto de sentencia emitido en el expediente TEDF-JEL-009/2010, que la Ponencia del Magistrado Alejandro Delint García, somete a consideración de este Órgano Colegiado.
-------------------------------------------------------------------------------
LICENCIADO ADOLFO VARGAS GARZA. Con su autorización Magistrado Presidente, señores Magistrados. Con fundamento en el artículo 199, fracción IV del Código Electoral del Distrito Federal, doy cuenta con el proyecto de resolución del juicio electoral identificado con el número 09 del año en curso, promovido por el Partido Revolucionario Institucional en contra de la resolución RS-01-10, dictada el veintisiete de enero de dos mil diez por el Consejo General del Instituto Electoral del Distrito Federal, relativa al procedimiento administrativo sancionador instaurado en contra de dicho partido político por la presunta omisión de respuesta a la solicitud información presentada por el ciudadano Arturo Oropeza Ramírez, por medio de la cual se le impone una multa de $105,180.00 (ciento cinco mil ciento ochenta pesos 00/100 M.N). En el proyecto que se somete a su consideración, analizada la procedencia del medio de impugnación que se resuelve; en cuanto al estudio de fondo, con apoyo en los artículos 63 y 64 de la Ley Procesal Electoral para el Distrito Federal, del análisis del escrito de demanda se advierte que el actor expresa diez agravios, los cuales en el proyecto que se somete a su consideración se identifican de la letra “A” a la “J”, y se estudian al tenor siguiente: A. El actor reclama que la responsable omitió pronunciarse sobre lo que manifestó al contestar el emplazamiento de que fue objeto mediante escrito fechado el veintiuno de octubre de dos mil nueve, en cuanto a que el Instituto de Información Pública local, cuando se pronunció sobre el incumplimiento de no haberse entregado la información relativa al padrón de militantes del partido político, con ello éste vulneró el derecho de los partidos políticos de salvaguardar dicha información establecido en el artículo 122 del Estatuto de Gobierno del Distrito Federal. El agravio se estima infundado, toda vez que de la lectura de la resolución impugnada se advierte que la responsable sí se pronunció sobre el tópico manifestado por el actor. Ello sin importar el sentido de lo expuesto por aquélla al no ser materia del agravio en estudio. B. El actor alega la violación al principio de tipicidad previsto en el artículo 14, párrafo tercero constitucional y, por ende, la ilegalidad de la resolución impugnada por la incorrecta fundamentación y motivación en la acreditación de la infracción que se imputa, consistente en la inexacta aplicación de la norma al caso concreto. Ello aduciendo que la conducta por la que se le está sancionando no está tipificada ni sancionada en la ley. El agravio se estima infundado, toda vez que la aludida conducta, consistente en no haber entregado al ciudadano Arturo Oropeza Ramírez toda la información pública que solicitó, encuadra en los supuestos normativos contenidos en los artículos 81 y 173, fracción X del Código Electoral local y, por tanto, se encuentra tipificada en dichos preceptos legales, contrario a lo manifestado por el actor. C. El actor alega la violación del principio de legalidad establecido en el artículo 16, párrafo primero constitucional, pues en su concepto la responsable omitió precisar la fracción del artículo 82 del Código Electoral que presuntamente violó o incumplió. El agravio se estima inoperante, toda vez que de la lectura de la resolución impugnada, se advierte que la responsable concluyó, que el actor era responsable por haber incumplido con la obligación señalada en el artículo 81 del Código Electoral; es decir, no haber entregado toda la información pública que le fue solicitada, y no fue sancionado no por haber incumplido con lo ordenado en el aludido numeral 82; o sea, por haber omitido publicar, difundir y mantener actualizada la información pública mencionada en dicho numeral. D. El actor aduce que “...no queda demostrada la existencia de las circunstancias que objetivamente puedan advertirse de los hechos que generaron las sanciones antes aludidas...” Asimismo manifiesta “...que la conducta calificada por la autoridad como sancionable en términos económicos, bajo concepto del actor no se constituyó en infracción alguna al marco normativo que amerite tal sanción...”. Los anteriores motivos de inconformidad se estiman infundados, ya que de constancias de autos se advierte que, el actor efectivamente cometió la conducta ilícita por la que fue sancionado, consistente en no haber entregado al aludido ciudadano, toda la información pública que le solicitó, en contravención del artículo 81 del Código Electoral local. E. El actor alega que la resolución impugnada en cuanto a la acreditación de la infracción imputada, es ilegal al violar los artículos 14 y 16 constitucionales, así como los principios de certeza y de legalidad, aduciendo: 1) que los razonamientos en que se apoyó la responsable para determinar las irregularidades resultan insuficientes; 2) que ésta solamente se limitó a realizar meros enunciados genéricos; 3) que adecuó conductas a normas inexistentes o que existiendo les dio interpretación contraria a la letra de la ley; 4) que la autoridad no tomó en consideración las condiciones objetivas para emitir su resolución; y, 5) que la responsable debió ajustarse a lo que expresamente le autoriza o prohíbe la ley. Los anteriores motivos de disenso se estiman inoperantes, toda vez que las manifestaciones realizadas por el actor no controvierten en forma toral las consideraciones en que se sustentó la responsable para concluir que aquél es administrativamente responsable por haber incumplido con la obligación señalada en el artículo 81 del Código Electoral. Habida cuenta, que las manifestaciones expresadas por el actor son meras expresiones vagas, genéricas e imprecisas, ya que el actor no explica el motivo o las causas por las cuales considera lo que aduce al respecto. F. El actor se duele de lo determinado por la responsable en el punto resolutivo TERCERO de la resolución impugnada, aduciendo que ésta omitió aplicar el principio de presunción de inocencia. Asimismo, alega que lo determinado en dicho punto resolutivo, viola la prohibición referente a la práctica de absolución de la instancia establecida en el artículo 23, in fine constitucional. Lo planteado por el actor se estima infundado, toda vez que éste parte de una premisa equivocada, ya que lo determinado por la responsable comprende que, en el supuesto de que el partido político no cumpliera con lo ordenado en dicho punto resolutivo; es decir, entregar al ciudadano la información aún faltante, al efecto podría estar cometiendo una nueva conducta ilícita, obviamente diversa por la que se le impuso la sanción que impugna, consistente en incumplir con las resoluciones del Instituto Electoral del Distrito Federal, tipificado en el artículo 173, fracción II del Código Electoral; con lo cual cobraría vigencia lo previsto en el artículo 30 del Reglamento para la Sustanciación de Quejas Administrativas de dicho Instituto Electoral. G. El actor alega que la responsable omitió aplicar el artículo 24, fracción I de la Ley Procesal Electoral local, al haberse desistido por escrito el ciudadano Arturo Oropeza Ramírez, conforme a dicho precepto legal. Lo alegado se estima infundado, pues si bien es cierto que en autos obra la documental privada consistente en el aludido escrito de desistimiento; también es cierto que de su examen se advierte que éste, no fue presentado ante el partido político, ni ante el Instituto de Información Pública local, donde se resolvió el recurso de revisión interpuesto por el ciudadano, ni tampoco ante la responsable. Ello, al no contener sello o acuse de recibo alguno con el que se acreditara su correspondiente presentación. De tal suerte que, al no haber sido presentado, es evidente que lo manifestado en él por su autor, no fue del conocimiento del partido político, ni tampoco de las aludidas autoridades locales y, por tanto, que su contenido, el desistimiento en cuestión, no produjo efecto alguno. H. El actor alega que la calificación de la conducta ilícita cometida y, por ende, la fijación de la sanción a imponer adolecen de una debida fundamentación y motivación, pues en su concepto, la responsable no tomó en cuenta todas las circunstancias objetivas relacionadas con la ejecución de la infracción, todas las circunstancias subjetivas relativas a las condiciones particulares e individuales del sujeto activo, ni tampoco lo referente con la gravedad de la falta cometida, como lo impone el artículo 175, fracción V del Código Electoral. Lo planteado se estima infundado, ya que de la lectura de la resolución impugnada, referente a la individualización de la sanción, contrario a lo manifestado por el actor, se advierte que la responsable al individualizar la sanción que determinó imponer, sí tomó en cuenta y se pronunció respecto diversas circunstancias objetivas y subjetivas, relacionadas con la ejecución de la falta y con las condiciones particulares e individuales del infractor, respectivamente, así como sobre la gravedad de la infracción cometida. Asimismo, se aprecia que la responsable, para fijar el número de días de salario mínimo como multa, además de considerar las circunstancias atenuantes y agravantes en que incurrió el actor, tomó en cuenta que éste no era reincidente y su capacidad económica. Todo lo anterior, sin importar el sentido de lo argumentado por la responsable, al no ser materia del agravio en estudio. I. El actor alega, en cuanto a la individualización de la sanción: 1) que la responsable realizó una indebida interpretación de diversos dispositivos legales electorales; y, 2) que se le impuso una multa excesiva, en contravención de los artículos 14, 16, 22 y 41 constitucionales. Los anteriores motivos de disenso se estiman inoperantes, pues tales manifestaciones son meras expresiones vagas, genéricas e imprecisas, ya que el actor, por un lado, no precisa cuáles son esos preceptos legales, ni tampoco menciona la o las razones por las cuales, estima que tal interpretación no es la debida; y por el otro lado, se queja de que se le impuso una multa excesiva, en contravención de diversos artículos constitucionales, sin mencionar el o los motivos por los cuales, considera que la multa es excesiva, ni tampoco en qué consiste la violación a tales preceptos constitucionales. De tal suerte que, es evidente que las manifestaciones del actor no controvierten los razonamientos de la responsable, que son el sustento de la resolución impugnada; por lo que resultan ineficaces para tal efecto; y, J. El actor alega que la responsable no tomó en cuenta ni se pronunció sobre los escritos aclaratorios que dice haber presentado ante dicha autoridad electoral. Lo alegado se estima infundado, ya que del examen de las constancias, que integran el expediente formado ante la autoridad electoral, con motivo del procedimiento administrativo sancionador instaurado en contra del actor, no se acredita que éste efectivamente hubiese presentado tales escritos. En este orden de ideas, al proponerse declarar inoperantes e infundados los motivos de inconformidad esgrimidos por el actor, acorde con el artículo 65, fracción I de la Ley Procesal Electoral, también se propone confirmar la resolución impugnada. Es la cuenta señores magistrados.--------------
MAGISTRADO PRESIDENTE. Gracias licenciado. Señores Magistrados está a su consideración el proyecto de cuenta. Magistrado Darío Velasco tiene el uso de la palabra.-------------------------
MAGISTRADO DARÍO VELASCO GUTIÉRREZ. Gracias Magistrado Presidente. Primero ofrezco una disculpa, ahora fui víctima de mi entusiasmo por querer participar, y adelanté mi opinión. Realmente lo que dije con anticipación corresponde a este asunto, entonces ofrezco una disculpa. Pero, repito, uno se entusiasma luego por participar y esa es la situación que ocurre. Entonces, dejo por sentado lo que dije con anterioridad respecto a la opinión en este punto. En ocasiones suceden cosas así.---------------------------------------------------------------------
MAGISTRADO PRESIDENTE. ¿Algún otro comentario? Al no haber más comentarios, señor Secretario General recabe la votación que corresponda.-----------------------------------------------------------------------------
SECRETARIO GENERAL. Sí, señor Presidente. Magistrado Armando Maitret Hernández.---------------------------------------------------------------------
MAGISTRADO ARMANDO I. MAITRET HERNÁNDEZ. Con el Proyecto.----------------------------------------------------------------------------------
SECRETARIO GENERAL. Magistrado Darío Velasco Gutiérrez.
--

MAGISTRADO DARÍO VELASCO GUTIÉRREZ. Con el proyecto.


SECRETARIO GENERAL. Magistrado Ponente Alejandro Delint García.


MAGISTRADO ALEJANDRO DELINT GARCÍA. A favor.------------------

SECRETARIO GENERAL. Magistrado Presidente Adolfo Riva Palacio Neri.


MAGISTRADO PRESIDENTE. A favor.


SECRETARIO GENERAL. Señor Presidente, señores Magistrados el proyecto de resolución ha sido aprobado por unanimidad de votos.-----
MAGISTRADO PRESIDENTE. En consecuencia, se resuelve: -----------
ÚNICO. Se confirma la resolución RS-01-10, dictada el veintisiete de enero de dos mil diez por el Consejo General del Instituto Electoral del Distrito Federal, recaída al expediente IEDF-QCG/062/2009, en términos de lo expuesto en el considerando TERCERO de esta sentencia.---------------------------------------------------------------------------------
MAGISTRADO PRESIDENTE. Solicito al licenciado Moisés Vergara Trejo, dé cuenta con el proyecto de sentencia emitido en el expediente TEDF-JEL-011/2010, que la Ponencia a mi cargo, somete a consideración de este Órgano Colegiado.---------------------------------------
LICENCIADO MOISÉS VERGARA TREJO. Con su venia Señor Magistrado Presidente, señores Magistrados. Con fundamento en la fracción IV, del artículo 199 del Código Electoral del Distrito Federal, doy cuenta con el proyecto de resolución del juicio electoral 011 de este año, promovido por el Partido Revolucionario Institucional, en contra de la resolución del Consejo General del Instituto Electoral del Distrito Federal, de veintisiete de enero pasado, a través de la cual se impone una sanción económica al referido partido político, por incumplir con la obligación de retirar la propaganda electoral colocada en la vía pública durante el proceso electoral 2008-2009. En el proyecto que se somete a su consideración, después de sostener la competencia para conocer del mismo, se propone declarar que no le asiste la razón al partido político actor, cuando afirma que la responsable violentó en su perjuicio el principio de legalidad al realizarle requerimientos sin cumplir con las formalidades previstas en la legislación electoral local, al no respetar los plazos reglamentarios, ya que, desde su punto de vista, solo le otorgó 24 horas y no los 3 días que establece el artículo 26 del Reglamento para el Retiro de Propaganda Electoral; lo anterior, porque el impetrante parte de una premisa falsa, al confundir el procedimiento de verificación de envío de propaganda retirada a los centros de reciclaje, con el relativo a la comprobación del retiro de propaganda de la vía pública, y el relacionado con el inicio del procedimiento administrativo sancionatorio. Luego entonces, lo infundado del concepto de agravio, consiste en que quedó acreditado en autos, que el inicio del procedimiento sancionatorio, fue producto del acuerdo aprobado por el Consejo General identificado con la clave ACU-936-09, y no del oficio referido por el impetrante. Por otra parte, el actor afirma que debe revocarse el referido ACU-936-09, ya que el mismo carece de la debida fundamentación y motivación. En ese sentido, se propone declarar el agravio como infundado, pues en el caso concreto, en el Acuerdo, únicamente se ordenó el inicio de un procedimiento administrativo, pero no se previó una afectación concreta contra los partidos políticos ahí señalados; pues fue hasta la culminación de dicho procedimiento, cuando se determinó la existencia de una falta administrativa y la responsabilidad del Partido Revolucionario Institucional; además de advertirse que la responsable fundó y motivó de manera correcta el sentido de su decisión, pues en primer término, expidió el referido Acuerdo en ejercicio de las atribuciones que le confiere el Código Electoral del Distrito Federal; y por otra parte, a lo largo del mismo se expresan con precisión los preceptos legales que lo sustentan, y las razones y motivos que condujeron a la autoridad emisora a adoptar dicha determinación. Por otro lado, con relación a las afirmaciones del justiciable, en el sentido de que el ACU-936-09 se fundamentó en actos ilegales, y que la responsable se negó a reponer las irregularidades seguidas en el procedimiento oficioso; se propone declarar como inoperantes dichos motivos de inconformidad, en virtud de que se trata de argumentos genéricos, vagos e imprecisos que no identifican circunstancias de tiempo, lugar y modo en que supuestamente ocurrieron los hechos; ni tampoco señalan de manera precisa en qué consistió la supuesta ilegalidad, ni cuáles fueron las presuntas irregularidades que afirma, se cometieron en el procedimiento oficioso. Asimismo, con relación a los diversos argumentos del Partido Revolucionario Institucional, relacionados con un supuesto procedimiento de fiscalización de los recursos de los partidos políticos; con irregularidades detectadas en la revisión de los informes de campaña, y con una presunta absolución de la instancia; se propone declararlos como inatendibles, toda vez que también son aseveraciones genéricas, vagas, imprecisas e inconexas, que no controvierten eficazmente la resolución impugnada por no tener relación con la misma, resultando en consecuencia, ineficaces para controvertir el acto reclamado, por carecer de vinculación dialéctica con su contenido. En otro concepto de agravio, el impetrante aduce que en la resolución impugnada, la responsable no motiva la sanción que se le impone, ya que únicamente se limita a hacer enunciados genéricos dejándolo en estado de indefensión. Dicho motivo de discenso se propone calificarlo como infundado, toda vez que del análisis de los argumentos expuestos en la resolución impugnada, se considera que ésta, con excepción de la parte relativa a la calificación de la sanción, estuvo suficientemente motivada, pues en ella se expusieron las circunstancias que la autoridad tomó en cuenta al momento de determinar la sanción impuesta al Partido Revolucionario Institucional. En tales circunstancias, se considera que la autoridad electoral administrativa emitió dicha determinación acertadamente, habida cuenta que es evidente que el partido político actor, conocía la normatividad que impera en materia de propaganda electoral y, en el caso concreto, conocía de la obligación que tenía de retirar la propaganda electoral en el plazo de 15 días posteriores a que se celebró la jornada electoral, más no cumplió con dicha obligación; conducta que evidencia el actuar indebido del partido político impetrante. En consecuencia, en el presente caso, quedó acreditado que dicho partido político, omitió retirar la totalidad de la propaganda colocada en la vía pública con motivo del proceso electoral 2008-2009, siendo procedente la imposición de una sanción por incumplir con las obligaciones establecidas en el citado Código Electoral del Distrito Federal. Ahora bien, con relación al alegato del actor, en el sentido de que la responsable realizó una indebida calificación de la sanción impuesta, ya que no analizó exhaustivamente los requisitos esenciales que legalmente debe observar para determinar si las faltas son graves, leves, levísimas, sistemáticas, o particularmente graves; sino que únicamente se limitó a realizar enunciados genéricos, vagos e imprecisos; se propone declarar fundado dicho concepto de agravio, pues, como se razona en la propuesta, no existió una debida motivación por parte de la responsable, al señalar que la falta era particularmente grave y, del mismo modo, tampoco se encontró razón alguna, por la cual, se le haya impuesto una sanción de suspensión de sus ministraciones ordinarias por un periodo de tres días. Por lo anterior, en el proyecto de cuenta se sugiere modificar la resolución impugnada en cuanto a la graduación de la gravedad, proponiendo que la falta deba considerarse como únicamente grave, tal y como lo había hecho la responsable en un inicio, imponiéndole una sanción consistente en la supresión de sus ministraciones ordinarias de dos mil nueve, por un periodo de 2 días, cuya cantidad equivale a $148,726.00 (ciento cuarenta y ocho mil setecientos veintiséis pesos 00/100 M.N), en lugar de los $223,089.00 (doscientos veintitrés mil ochenta y nueve pesos 00/100 M.N) impuestos originalmente. Es la cuenta señores Magistrados.-----------------------------------------------------------------------------
MAGISTRADO PRESIDENTE. Gracias licenciado. Señores Magistrados está a su consideración el proyecto de cuenta. Al no haber comentarios, señor Secretario General, recabe la votación que corresponda.-----------------------------------------------------------------------------
SECRETARIO GENERAL. Si señor Presidente. Magistrado Alejandro Delint García.----------------------------------------------------------------------------

MAGISTRADO ALEJANDRO DELINT GARCÍA. A favor.


SECRETARIO GENERAL. Magistrado Armando Maitret Hernández. 


MAGISTRADO ARMANDO I. MAITRET HERNÁNDEZ. Con el proyecto.----------------------------------------------------------------------------------
SECRETARIO GENERAL. Magistrado Darío Velasco Gutiérrez.

MAGISTRADO DARÍO VELASCO GUTIÉRREZ. Con el proyecto.


SECRETARIO GENERAL. Magistrado Presidente y Ponente Adolfo Riva Palacio Neri.----------------------------------------------------------------------

MAGISTRADO PRESIDENTE. A favor.------------------------------------------

SECRETARIO GENERAL. Señor Presidente, señores Magistrados, el proyecto de resolución ha sido aprobado por unanimidad de votos.


MAGISTRADO PRESIDENTE. En consecuencia, se resuelve: -----------

PRIMERO. Se MODIFICA la Resolución RS-024-10 de veintisiete de enero de dos mil diez, emitida por el Consejo General del Instituto Electoral del Distrito Federal, en términos del Considerando Tercero de la presente sentencia.------------------------------------------------------------
SEGUNDO. Se ORDENA al Consejo General del Instituto Electoral del Distrito Federal publicar los puntos resolutivos de la presente resolución en la Gaceta Oficial del Distrito Federal, en los estrados del propio Instituto y en su sitio de Internet, debiendo informar a este Tribunal de dicho cumplimiento..-------------------------------------------------------------------
MAGISTRADO PRESIDENTE. Solicito al licenciado Rubén Geraldo Venegas, dé cuenta con el proyecto de sentencia emitido en el expediente TEDF-JLI-018/2009, que la Ponencia a mi cargo, somete a consideración de este Órgano Colegiado.---------------------------------------
LICENCIADO RUBÉN GERALDO VENEGAS. Con su autorización Magistrado Presidente, Magistrados integrantes del Pleno. Doy cuenta con el proyecto de resolución relativo al expediente identificado con la clave TEDF-JLI-018/2009, formado con motivo de la demanda presentada por la ciudadana Lilia Zárate Maldonado, en contra del Instituto Electoral del Distrito Federal, mediante la cual reclama su reinstalación en el cargo que venía desempeñando como Secretaria de Unidad, adscrita a la Dirección Ejecutiva de Capacitación Electoral y Educación Cívica, así como el pago de diversas prestaciones de índole laboral con motivo del despido injustificado del que dice fue objeto. Así, la litis en el presente asunto se constriñe a determinar, en primera instancia, la naturaleza jurídica del cargo que desempeñaba la actora, a efecto de establecer sí tiene o no derecho a la estabilidad en el empleo y, en consecuencia, a reclamar la reinstalación en el cargo que venía desempeñando; y de ser así, decretar sí son procedentes las prestaciones que reclama; o si por el contrario, tal como lo afirma el Instituto demandado, la ex trabajadora no fue despedida como lo invoca en su escrito inicial, sino que mediante oficio de fecha seis de febrero de dos mil nueve, se le notificó la terminación de su nombramiento y las funciones de confianza, aunado a que derivado del proceso de reestructura a que se sometió el Instituto demandado no fue posible su reubicación, razón por la cual carece del derecho a la estabilidad en el empleo y de la acción para demandar la reinstalación y prestaciones accesorias. En ese sentido, en el proyecto que está a su consideración, se estudia en primer término la naturaleza jurídica del cargo que desempeñaba la enjuiciante, determinándose que ésta formaba parte del personal administrativo del Instituto demandado y, acto seguido, se procede a examinar con base en las constancias que obran en el expediente, las funciones que desempeñaba; estableciéndose que como Secretaria de Unidad, únicamente realizaba labores operativas. Así las cosas, en el proyecto de cuenta se concluye que al ocupar la actora un cargo administrativo de base, lo procedente es determinar sí tal como lo sostiene aquella, su despido fue injustificado, pues de conformidad con la naturaleza del cargo que desempeñaba, goza de estabilidad en el empleo y, en tal sentido, sólo puede ser removida por causa justificada o por reestructuración del área de trabajo. Sobre el particular, cabe señalar que el Instituto demandado argumenta en su escrito de contestación de demanda, que la terminación de la relación laboral de mérito obedeció, a que derivado del proceso de reestructura que durante el año dos mil ocho sufrió el referido órgano autónomo, y una vez concluido el procedimiento establecido en el numeral 16 de los lineamientos que regulan la reubicación o, en su caso, separación del personal del Instituto Electoral del Distrito Federal, no fue posible su reubicación en alguna de las plazas de estructura, por lo que en consecuencia se le ofreció el pago de los conceptos correspondientes a las prestaciones que conforme a derecho le correspondían. En este tenor, en el proyecto se razona que si bien es cierto conforme a la normatividad aplicable, una de las causas justificadas de conclusión de la relación laboral sin responsabilidad para el Instituto demandado, es la consistente en la actualización de un proceso de reestructura que implique la supresión o modificación de plazas, también lo es que para que opere dicha causal, la misma deberá hacerse del conocimiento del servidor afectado a través de un aviso; el cual, al ser un presupuesto procesal, requiere que en éste, el Instituto demandado comunique de manera cierta, tanto la fecha, como las causas que soportaron tal decisión, a efecto de que el trabajador, en su caso, se encuentre en aptitud de inconformarse y preparar su defensa, ya que de lo contrario el despido deberá considerarse como injustificado. Ahora bien, respecto del asunto que nos ocupa, en principio debe señalarse que la recepción del aviso de terminación de la relación laboral por parte de la servidora del Instituto Electoral hoy demandado, no acredita que las causas o motivos contenidos en éste se encuentran apegados a Derecho, por lo que, con independencia que se demuestre su entrega, el Instituto se encuentra obligado a demostrar plenamente dentro del procedimiento laboral correspondiente, que las causas que sustentan la acción rescisoria se configuraron en el caso concreto, a través de los medios probatorios y las razones lógicas y jurídicas que exponga, las cuales deben estar incluidas en dicho documento. Al respecto, en el proyecto se sostiene que conforme a los lineamientos aprobados por el propio órgano autónomo, el procedimiento relativo a la reubicación o separación del personal administrativo, derivado del proceso de reestructura, tiene como condición indispensable que la plaza afectada se haya cancelado o suprimido, lo cual al contrastarse con la parte atinente del Catálogo General del Cargos y Puestos del Instituto Electoral local, nos permite arribar a la conclusión de que en el organigrama relativo a la Dirección Ejecutiva de Capacitación Electoral y Educación Cívica, no se aprecia que el cargo de Secretaria de Unidad adscrito a dicho órgano ejecutivo haya sido cancelado o suprimido, razón por la cual, en el proyecto se considera que resulta inaplicable al presente caso el numeral 16 de los multicitados lineamientos utilizados como fundamento por la demandada y, en consecuencia, los motivos señalados en el aviso de terminación de la relación laboral deben considerarse como injustificados. En mérito de lo anterior, en el proyecto se razona que el Instituto demandado no justifica la decisión final e individualizada de dar por terminada la relación de trabajo que tenía con la hoy actora, pues omite indicar los motivos concretos que con soporte en los referidos lineamientos orientaron dicha determinación, como podrían ser, verbigracia, que derivado del proceso de reestructura la plaza se cancelaba; sí derivado de la nueva estructura no se consideraba la existencia de una plaza o puesto similar; la falta de disponibilidad de plazas; la inexistencia dentro del área de una plaza con funciones similares a las realizadas hasta entonces por la servidora; sí el perfil de la actora no resultaba acorde al nuevo puesto o cualesquiera otro que pudiera justificar la decisión final de dar por terminada la relación de trabajo que le unía con la actora, de tal manera que la facultad discrecional que el Instituto Electoral del Distrito Federal pudiese tener para tomar tal determinación, no pareciera arbitraria, al carecer del sustento mínimo y suficiente para asumir su última decisión. En este sentido, en el proyecto se concluye que la actora Lilia Zárate Maldonado acreditó su acción, y que la parte demandada no probó su excepción de falta de acción y derecho, por lo que en consecuencia, al no darse a conocer a la actora en el aviso de terminación de la relación laboral de manera específica las razones o motivos que sirvieran como causa justificada para dicha determinación, con fundamento en el cuarto párrafo del artículo 99 de la Ley Procesal Electoral para el Distrito Federal, se ordena al Instituto Electoral del Distrito Federal reinstalarla en el goce y ejercicio de los derechos y prestaciones correspondientes a su cargo, incluyendo, en su caso, las prestaciones que se hubieren concedido o los aumentos que, en su caso, se hayan otorgado. Es la cuenta señores Magistrados.--------------------------------------------------------

MAGISTRADO PRESIDENTE. Gracias licenciado. Señores Magistrados está a su consideración el proyecto de cuenta. Al no haber comentarios, señor Secretario General, recabe la votación que corresponda.-----------------------------------------------------------------------------
SECRETARIO GENERAL. Si señor Presidente. Magistrado Alejandro Delint García.----------------------------------------------------------------------------

MAGISTRADO ALEJANDRO DELINT GARCÍA. A favor.


SECRETARIO GENERAL. Magistrado Armando Maitret Hernández. 


MAGISTRADO ARMANDO I. MAITRET HERNÁNDEZ. Con el proyecto.----------------------------------------------------------------------------------
SECRETARIO GENERAL. Magistrado Darío Velasco Gutiérrez.

MAGISTRADO DARÍO VELASCO GUTIÉRREZ. Con el proyecto.


SECRETARIO GENERAL. Magistrado Presidente y Ponente Adolfo Riva Palacio Neri.----------------------------------------------------------------------

MAGISTRADO PRESIDENTE. A favor.------------------------------------------

SECRETARIO GENERAL. Señor Presidente, señores Magistrados, el proyecto de resolución ha sido aprobado por unanimidad de votos.


MAGISTRADO PRESIDENTE. En consecuencia, se resuelve: -----------

PRIMERO. La actora LILIA ZÁRATE MALDONADO acreditó parcialmente los extremos de su acción intentada y el Instituto Electoral del Distrito Federal justificó de manera parcial sus excepciones y defensas, de conformidad con lo dispuesto en los Considerandos SEXTO a DÉCIMO de esta sentencia.----------------------

SEGUNDO. Se condena al Instituto Electoral del Distrito Federal a las siguientes prestaciones: 1) El estricto cumplimiento de la relación de trabajo que le unía con la hoy actora; 2) La reinstalación inmediata de la enjuiciante, en el puesto de Secretaria de Unidad adscrita a la Dirección Ejecutiva de Capacitación Electoral y Educación Cívica; 3) El pago de los salarios caídos; 4) El enteramiento y pago de las cuotas al Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado (ISSSTE); 5) El enteramiento y pago de las cuotas al Fondo de la Vivienda del Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado (FOVISSSTE); 6) El enteramiento y pago de las cuotas al Sistema de Ahorro para el Retiro (SAR); 7) horas extras; 8) Vales de despensa anuales; 9) Aguinaldo; 10) prima vacacional; 11) seguro colectivo de retiro; 12) fondo de ahorro; y 13) salarios devengados, en términos de los argumentos vertidos en el considerando DÉCIMO del presente fallo.--------------------

TERCERO. Se absuelve al Instituto Electoral del Distrito Federal de las demás prestaciones que le fueron reclamadas por la actora en su escrito de demanda, conforme a lo expuesto en el Considerando DÉCIMO de la presente resolución.-----------------------------------------------

CUARTO. Se ordena al Instituto Electoral del Distrito Federal, cumpla esta sentencia dentro del plazo de setenta y dos horas, contadas a partir de que surta efectos la notificación respectiva, e informe de dicho cumplimiento dentro del plazo de cinco días hábiles, contados a partir del día siguiente a aquel en que venza el plazo antes señalado.-
MAGISTRADO PRESIDENTE. Solicito al licenciado Osiris Vázquez Rangel, dé cuenta con el proyecto de sentencia emitido en el expediente TEDF-JLI-033/2009, que la Ponencia del Magistrado Darío Velasco Gutiérrez, somete a consideración de este Órgano Colegiado.--------------------------------------------------------------------------------

LICENCIADO OSIRIS VÁZQUEZ RANGEL. Con su venia Magistrado Presidente, señores Magistrados. Doy cuenta con el proyecto de resolución identificado con la clave TEDF-JLI-033/2009, formado con motivo de la demanda interpuesta por el ciudadano Rogelio Miranda Ballesteros en contra el Instituto Electoral del Distrito Federal, mediante la cual, reclama el cumplimiento y pago de diversas prestaciones de índole laboral, con motivo de la terminación de la relación de trabajo que le unía con el demandado. En el proyecto que se somete a su consideración, tras afirmar la competencia para conocer del presente asunto y señalarse la procedencia de la demanda, se propone desestimar la excepción de oscuridad y efecto legal de la misma planteada por el Instituto Electoral local, dado que éste tuvo la oportunidad de defenderse de los hechos referidos por el actor; en cuanto a las excepciones de prescripción de pago, así como de falta de acción y de derecho, las mismas se analizan en el fondo del asunto para no prejuzgar respecto de estas cuestiones. De esta manera, la litis en el presente asunto se constriñe a determinar sí el actor tiene derecho al pago de las prestaciones que reclama el Instituto demandado, o sí por el contrario son improcedentes y, en consecuencia, procede absolver al demandado de las prestaciones reclamadas. Como consecuencia del estudio de fondo del asunto, se propone considerar improcedentes las prestaciones consistentes en: tiempo extraordinario y carga laboral; las diferencias salariales reclamadas, en el que se integren al finiquito de todos los bonos que correspondían al actor por el proceso electoral, así como que dicho finiquito se cubriera con el salario integrado; lo anterior, en atención a que por una parte, el reclamo se encuentra ya prescrito por cuanto hace a los años dos mil dos al dos mil siete; y, por otra, el artículo 169 del Código Electoral local, establece un supuesto exclusivo en materia electoral relativo al pago de tiempo extraordinario que presten sus trabajadores durante el proceso electoral, al que denomina “carga laboral”, misma que el demandado pagó al actor por el tiempo que laboró y que correspondió al proceso electoral de 2008-2009 mediante tres bonos denominados de “carga laboral”. Por tanto, no le asiste la razón al reclamar lo que ya le fue pagado. Además de lo anterior, cuando un trabajador es separado injustificadamente de su empleo, o se retira por causas imputables al patrón, surge el derecho para exigir el pago de una indemnización, que debe ser cubierta con base en el salario integrado, pero no así cuando el trabajador es quien decidió renunciar voluntariamente, pues en tal circunstancia, el patrón no está obligado a otorgar un monto determinado y, por ende, la acción que ejercita el trabajador deberá considerarse improcedente aun cuando en el recibo que se extienda se mencionen como parámetros los conceptos que la ley señala para cuantificar una indemnización. Lo anterior, guarda relación con el hecho de que el treinta de abril de dos mil nueve, el actor suscribió un convenio con el Instituto demandado para dar por concluida la relación laboral, mismo que fue ratificado ante este Tribunal el quince de mayo de dos mil nueve, en el procedimiento para procesar el seguido bajo el expediente TEDF-PP-024/2009, resuelto el veintiséis de ése mismo mes y año, aprobándose en todos y cada uno de sus términos por no existir afectación a los derechos laborales de la parte trabajadora. Ahora bien, por lo que hace al pago del complemento de aguinaldo, en su parte proporcional del uno de enero al treinta de noviembre de dos mil ocho, con base en el acuerdo ACU-050-08, el Instituto Electoral local, al contestar la demanda, alegó la improcedencia de la prestación, ya que afirmó que el complemento de aguinaldo reviste el carácter de extralegal, por lo que le correspondía al actor acreditar la existencia del derecho que invoca. Sobre el particular, el actor acreditó que el Instituto autorizó el pago a favor de sus trabajadores con una compensación denominada “complemento de aguinaldo”, como consecuencia de la suficiencia presupuestal generada en el período correspondiente, mediante el acuerdo identificado con la clave ACU-050-08, emitido por el Consejo General del Instituto Electoral de Distrito Federal, en la sesión pública de veintiuno de noviembre de dos mil ocho, y a pesar que el actor reunió los requisitos para recibir el pago, no obra constancia alguna de que éste se hubiera realizado, por lo que se propone condenar al Instituto Electoral del Distrito Federal para que proceda a su pago. Finalmente, por lo que hace al reclamo de pago de la licencia prejubilatoria consistente en tres meses de salario que alegó el actor, le debió ser cubierta por iniciar su trámite de jubilación cuando laboraba en el Instituto demando. No obstante que al momento de presentar su demanda ya había sido concedida su jubilación, se propone considerar improcedente este reclamo, pues el actor debió solicitar dicha licencia, cuando todavía era trabajador en activo, circunstancia que no aconteció, porque optó en dar por terminada la relación laboral a partir del uno de mayo de dos mil nueve, y la solicitud la realizó 14 días después, por lo que su petición fue realizada extemporáneamente cuando ya no era trabajador. Por lo anterior, se propone condenar al Instituto Electoral del Distrito Federal, al pago del complemento de aguinaldo correspondiente a dos mil ocho y absolverlo del pago de las demás prestaciones demandadas por el actor. Es cuanto, señores Magistrados.------------------------------------------

MAGISTRADO PRESIDENTE. Gracias licenciado. Señores Magistrados está a su consideración el proyecto de cuenta. Magistrado Armando Maitret tiene el uso de la palabra.---------------------
MAGISTRADO ARMANDO I. MAITRET HERNÁNDEZ. Gracias, Magistrado Presidente, distinguidos Magistrados. Con el debido respeto que me merece el Magistrado Ponente y con el pleno reconocimiento a su profesionalismo, exhaustividad y a lo firme de sus convicciones, particularmente en estos asuntos laborales, me permito disentir de la propuesta que nos formula, particularmente de una de las consideraciones, que impacta en todo el sentido del proyecto. Quiero referirme muy particularmente a la prestación que se reclama por parte del actor, denominada “complemento de aguinaldo”. Voy a tratar de ser breve y explicar el motivo de mi disenso. Señores Magistrados, como bien conocen Ustedes el expediente, la relación que unía al ex servidor con el Instituto, terminó con la suscripción de un convenio el treinta abril de dos mil nueve. Esto es relevante por lo que explicaré a continuación: También este asunto forma parte de un bloque de asuntos en donde con muy poca seriedad, - lo digo con respeto, pero también con mucha responsabilidad - las partes demandantes, un grupo de ex servidores, y el propio Instituto traban en la litis de manera muy poco seria ¿Por qué? Porque el reclamo del actor en el caso concreto, seguramente basándose en un escrito de machote, de un formato que así lo hizo su abogado, demanda el pago del complemento del aguinaldo en su parte proporcional del uno al treinta de noviembre de dos mil ocho, con base en el Acuerdo 50 del 2008, cuando sabemos que este Acuerdo estableció que sería pagada una serie de prestaciones extralegales si se cumplía cierta temporalidad. Si esta persona terminó su relación hasta abril, me resulta inverosímil que reclame su parte proporcional a noviembre, cuando él podía válidamente reclamarla antes, o estaba inmerso en el Acuerdo que establecía la temporalidad de que se pagaría a quienes estuvieran activos al treinta y uno de diciembre. Esto, en principio, si lo anoto así, me demuestra una mala fe en el reclamo, que por sí mismo sería suficiente, en mi concepto, para absolver del pago. Sin embargo, como fue muy puntual el Secretario, también el Instituto hace una defensa inadecuada. Hace valer la excepción de pago diciendo: “…no, yo ya le pagué el reclamo que hace en cuanto a su aguinaldo legal”. Y el otro, el complemento, corresponde a una prestación extralegal que a él le compete demostrar su existencia. Entonces, fijada así de mal la litis por las partes, en la propuesta del Magistrado Velasco, en pro del trabajador, se hace un razonamiento desde una perspectiva jurídico-procesal y jurídico-laboral que para mi no es la adecuada. Sin embargo, acorde con lo que dispone la ley, los asuntos laborales se pueda ver de una manera distinta. Como ustedes saben, señores Magistrados, el artículo 118 de la Ley Procesal Electoral para el Distrito Federal, establece que este Tribunal está obligado a valorar todas las probanzas en conciencia, a verdad sabida y buena fe guardada, y sobre todo, lógica y jurídicamente con base en autos, a fin de determinar su alcance probatorio y arribar a la convicción en caso de que se acrediten los hechos que con ella se pretenden demostrar. En este sentido de, cómo se deben valorar las pruebas y apreciar los hechos en materia laboral, se repite o se recoge del artículo 841 de la Ley Federal del Trabajo; del artículo 137 de la Ley Federal de los Trabajadores al Servicio del Estado, que como ustedes saben, son supletorias también en la materia. De manera tal, que el sistema probatorio en materia laboral es libre, y no tasado; esto ¿qué significa? Que se deja en libertad al Órgano Jurisdiccional competente, para que asigne a los elementos probatorios el valor que a su juicio les corresponda, según las particularidades del caso, para lo cual deberán atender a los demás elementos que obran en el expediente, las afirmaciones de las partes - que en esto es importante -, la verdad conocida y el recto raciocinio de la relación que guardan entre sí; de tal forma, que sólo en caso de que una vez efectuado este análisis, dichos elementos le generen convicción sobre la veracidad de los hechos afirmados, pueda otorgarles el valor probatorio pleno. En el caso concreto, para el análisis de esta prestación, se aportó durante la instrucción del juicio, la nómina extraordinaria a la cual ya se hizo referencia, en la que consta que a Rogelio Miranda Ballesteros, el Instituto le pagó $128,870.00 (ciento veintiocho mil ochocientos setenta pesos 00/100 M.N) como aguinaldo, en términos brutos. Si nosotros acudimos a las normas que rigen el aguinaldo, en el Instituto Electoral del Distrito Federal, particularmente el artículo 18, fracción VI, del Estatuto del Servicio Profesional Electoral, veremos que a los trabajadores les corresponden 40 días de salario bruto. Si tomamos en cuenta, con los elementos de autos, que el salario diario bruto de esta persona eran $1,644.00 (un mil seiscientos cuarenta y cuatro pesos 00/100 M.N), multiplicado por 40, nos arroja una cantidad de $65,762.00 (sesenta y cinco mil setecientos sesenta y dos pesos 00/100 M.N). Es decir, hay una diferencia de más de $63,000.00 (sesenta y tres mil pesos 00/100 M.N) entre lo que legalmente le correspondía y lo que le pagaron. Señores Magistrados, ahí es donde entra la libre valoración de la prueba, que en mi concepto, se tiene que hacer con base en lo razonable y con base en lo pretendido por las partes. El actor, en este caso está haciendo, insisto, un reclamo que me parece de mala fe desprendido de que, seguramente, su abogado utilizó un escrito de demanda, donde correspondía a otras características y no a las del caso concreto. Pero también, invoco en este caso, para solventar a cuánto ascendió el pago que les hicieron a los trabajadores en el Instituto como complemento de aguinaldo, que con antelación resolvimos los expedientes JLI-002/2008, JLI-007/2008 y JLI-017/2009, en los que consta, ya sea porque lo aportaron las partes o porque nosotros durante la instrucción lo solicitamos, en ejercicio de nuestras atribuciones, un documento que me parece importante para determinar, cuánto era lo que se le tenía que pagar como complemento de aguinaldo. En el caso concreto, yo lo invoco, porque no obra en el expediente este documento, como un hecho notorio, que el monto autorizado para el pago de la prestación extralegal fue del equivalente a 20 días de salario. Esto ¿qué significa, señores Magistrados? Esto significa que si multiplicamos estos 20 días de salario por el salario bruto diario, da una cantidad de $32,881.00 (treinta y dos mil ochocientos ochenta y un pesos 00/100 M.N), que sumados al aguinaldo legal que recibió, ya nos arroja $98,643.00 (noventa y ocho mil seiscientos cuarenta y tres pesos 00/100 M.N), y la diferencia, como se ve en la nómina, corresponde al cálculo del Impuesto Sobre la Renta. Sólo analizada así, desde mi punto de vista, y siempre respetando cualquier otra lectura que se tenga de las pruebas, que además es válido en materia laboral el apreciarlas a verdad sabida, sólo así encontraría lógica que a un ex servidor que tiene un salario diario de $1,644.00 (un mil seiscientos cuarenta y cuatro pesos 00/100 M.N), le hubieran correspondido casi $128,000.00 (ciento veintiocho mil pesos 00/100 M.N) de aguinaldo. Si no estaríamos hablando, insisto, señores Magistrados, de que no encontraría lógica alguna en que una institución pública que pague a un trabajador prácticamente 80 días de salario como aguinaldo. Es por eso que, analizada así la prueba, señores Magistrados, a mí me lleva a la conclusión, de que la excepción de pago está acreditada con la misma nómina que aportó el Instituto Electoral del Distrito Federal. Considerar lo contrario, respetuosamente, podría implicar condenar al Instituto a un doble pago de esta prestación que, insisto, ni siquiera el trabajador la tenía clara, y con ello contravenía el orden jurídico y el patrimonio de una institución pública, desde luego, en perjuicio del erario público. Muchas gracias Magistrados.------------------------------------
MAGISTRADO PRESIDENTE. ¿Algún otro Magistrado desea hacer uso de la palabra? Magistrado Darío Velasco Gutiérrez.--------------------
MAGISTRADO DARÍO VELASCO GUTIÉRREZ.- Gracias Magistrado Presidente. Ahora sí voy a tratar de ser muy preciso en cuanto a la opinión que tenemos de este asunto. Por principio, agradezco la deferencia con la que se refiere el Magistrado Maitret, respecto a su servidor. Desde luego reconozco siempre, con todo respeto, los criterios, las interpretaciones que hace de los distintos asuntos y, en lo particular, en el caso de los asuntos laborales. Sin embargo, quiero también dejar con mucha precisión, que no comparto en gran medida algunos conceptos, particularmente al que se refiere en el concepto de aguinaldo complementario, que se hace efectivo para ciertos ex servidores del Instituto Electoral del Distrito Federal. Parto también de la idea, en donde el Magistrado Maitret refiere que los ex servidores del Instituto Electoral, hacen su planteamiento de mala fe. Yo diría que la mala fe sólo es una presunción. Es una presunción que tendría que acreditarse en un momento dado, porque de autos se desprenden una diversidad de situaciones que, en mi concepto, voy a sostener. Efectivamente, el actor, de nombre Rogelio Miranda Ballesteros, pide el pago del complemento de aguinaldo en su parte proporcional del uno de enero al treinta de noviembre de dos mil ocho, con base en el Acuerdo ya muy famoso y multicitado, el ACU-050-08. Si bien es cierto que el Instituto demandado opuso la excepción de pago, esto lo hizo sólo respecto de las acciones y prestaciones real y legalmente generadas por el ex trabajador. Pero según el dicho del propio Instituto, éstas le fueron cubiertas en tiempo y forma. Así lo afirma en la contestación de la demanda y por cierto, en el expediente, a foja 73 de autos, lo refiere de esa manera. También afirma, el mismo demandado, que esta prestación es de manera extralegal y así fue como se recibió, respecto de lo cual, en lo particular, el Instituto señala que está totalmente cubierta. De manera que también señala, que en caso de no estar conforme el ex servidor, a él le corresponde acreditarla y que tenía derecho a ello, pero siempre y cuando la acreditara que no fue cubierta. De todo lo anterior, y en base a las constancias que también se desprenden del mismo expediente, se aprecia que de esta prestación, nuevamente el Instituto Electoral opone la excepción de pago, repito, sólo respecto del aguinaldo, y para ello, efectivamente como lo señaló el Magistrado Armando Maitret, se aporta para ello un recibo original que se le denomina “nómina extraordinaria de mandos medios superiores y personal operativo”. Y dice que corresponde un período de pago del dieciséis al treinta y uno de diciembre de dos mil ocho, de fecha diecinueve de diciembre de ése año, y que contiene diversos datos, entre ellos, el nombre de diversas personas entre los que se encuentra el de Rogelio Miranda Ballesteros. Se dice que es un concepto de aguinaldo, percepciones e importe. Y efectivamente, también señala, que para este caso, se establece la cantidad de $128,870.70 (ciento veintiocho mil ochocientos setenta pesos 70/100 M.N) y, desde luego, en ése documento existe la firma autógrafa en donde se aprecia a foja 104, el documento con el cual se acredita que el demandado, pagó por ese concepto al actor, el aguinaldo correspondiente a dos mil ocho. Es importante también decir, que con base en el principio de congruencia, y de acuerdo con el cual la resolución sólo debe considerar lo que las partes señalaron en sus escritos de demanda, ampliación de la misma, así como contestación de ésta; y por tanto no es dable, - y eso sí quiero dejarlo por sentado -, no es dable que en este tipo de situaciones se incline la balanza procesal, en este caso a favor del demandado para aportar a su favor, o adoptar a su favor cuestiones que el Instituto, en este caso, no planteó. En ese sentido y para reforzar mi argumento, puedo decir que el Segundo Tribunal Colegiado del Sexto Circuito, emitió, en su oportunidad, una jurisprudencia de rubro que señala “laudo congruente”, misma que nos obliga, razón por la que no comparto el que se considere que el Instituto Electoral, ya pagó esa prestación cuando él mismo no lo hizo valer. Es decir, en la emisión de esta sentencia, el Tribunal no puede sustituir al Instituto Electoral, de ninguna manera. Por tanto, también señalo que, en mi convicción, por mi propia formación laboral en la que he estado, me parece que en los límites de la búsqueda de la verdad, durante un proceso, durante este proceso concretamente, quedan establecidas las garantías que en el derecho laboral nacional se indican a favor del trabajador, siendo una de ellas el que no se debe suplir cuestión alguna a favor del patrón, debiendo estarse a lo que expresamente manifestó. Si el Instituto Electoral no manifestó esta situación, nosotros no podemos suplirlo ni podemos sustituirnos. Por tanto, en mi concepto, en la cantidad que señala de $128,870.70 (ciento veintiocho mil ochocientos setenta pesos 70/100 M.N), en mi concepto es el aguinaldo, sin entrar en hacer cálculos diferenciados, etcétera, etcétera, que sí el Instituto no clarificó, que sí le correspondían sólo 40 días de aguinaldo y que sumaban $60,000.00 (sesenta mil pesos 00/100 M.N), pues esto no es una cuestión atribuible al trabajador. En muchos casos, cuando se le da al trabajador un pago por cuestiones de garantía, una garantía procesal, si finalmente el patrón no puede acreditar por qué se excedió en el pago éste mismo, no puede ser solicitado al trabajador por esa razón. Entonces, el pago está bien hecho y sostengo mi proyecto en los términos como está planteado. Muchas gracias.-------------------------------
MAGISTRADO PRESIDENTE. ¿Alguna otra intervención? Magistrado Armando Maitret Hernández tiene el uso de la voz.---------------------------
MAGISTRADO ARMANDO I. MAITRET HERNÁNDEZ.- Obviamente, como yo lo sostuve la litis se planteó de manera muy inadecuada. Efectivamente advierto que hay en la defensa del Instituto, también, un mal planteamiento. Sin embargo, insisto, hay una expresión que hace valer el Instituto, y que para mí puede verse en términos generales, como que se hizo valer la excepción. Cuando dice: “…sus prestaciones, le fueron cubiertas en tiempo y forma”. Y esto, me lleva, insisto, respetando cualquier otra lectura que se le pueda dar, a considerar que está enunciada la excepción de pago, y por tanto, con base en los preceptos que señalé, autorizaría al juez a analizar en conciencia, todos los documentos que obran, porque definitivamente para mí, como ustedes advertirán, lo que salta a primera vista, es que alguien haya recibido esa cantidad por aguinaldo, y que no esté bajo alguna circunstancia o no se desprenda en el expediente justificación alguna en el entendido que el Acuerdo 50 fue muy claro, en cuanto a que las prestaciones se les iban a entregar a quienes estuvieran activos al treinta y uno de diciembre de dos mil ocho. En otras palabras, respetuosamente para quien hizo esta demanda y si el sentido es así, definitivamente ni siquiera tenía la expectativa, de obtener esta prestación, porque desde mi punto de vista no se desprende así de la demanda, sino que era algo que seguramente él no iba a reclamar; termina reclamándose, se va yendo de esa manera en la litis y, en su caso, terminaría condenando. No insistiría más, creo que es muy clara la materia de diferendo. No es que le esté construyendo una defensa al Instituto, sino que estoy tratando de valorar los elementos con base en las atribuciones, que de manera clara se desprenden de la Ley Procesal Electoral y de las leyes laborales correspondientes. Muchas gracias Magistrados.------------------
MAGISTRADO PRESIDENTE. ¿Algún otro comentario? Señor Secretario General, recabe la votación que corresponda.-------------------
SECRETARIO GENERAL. Si señor Presidente. Magistrado Alejandro Delint García.----------------------------------------------------------------------------

MAGISTRADO ALEJANDRO DELINT GARCÍA. Con el proyecto, en los términos presentados por el Magistrado Ponente.


SECRETARIO GENERAL. Magistrado Armando Maitret Hernández. 


MAGISTRADO ARMANDO I. MAITRET HERNÁNDEZ. En contra del proyecto.----------------------------------------------------------------------------------
SECRETARIO GENERAL. Magistrado Ponente Darío Velasco Gutiérrez.

MAGISTRADO DARÍO VELASCO GUTIÉRREZ. Con el proyecto.


SECRETARIO GENERAL. Magistrado Presidente Adolfo Riva Palacio Neri.----------------------------------------------------------------------------------------

MAGISTRADO PRESIDENTE. A favor.------------------------------------------

SECRETARIO GENERAL. Señor Presidente, señores Magistrados, el proyecto de resolución ha sido aprobado por mayoría de tres votos con el voto en contra del Magistrado Armando Maitret Hernández.


MAGISTRADO PRESIDENTE. En consecuencia, se resuelve: -----------

PRIMERO. El actor ROGELIO MIRANDA BALLESTEROS acreditó parcialmente los extremos de la acción intentada y el Instituto Electoral del Distrito Federal justificó en parte sus excepciones y defensas, de conformidad con lo dispuesto en los considerandos CUARTO a SÉPTIMO de esta sentencia.--------------------------------------------------------

SEGUNDO. Se condena al Instituto Electoral del Distrito Federal a pagar al actor el complemento de aguinaldo en términos de lo razonado en el Considerando SÉPTIMO de esta sentencia.---------------
TERCERO. Se absuelve al Instituto mencionado de las demás prestaciones que le fueron reclamadas por el actor en sus escritos de demanda y de aclaración y ampliación a la misma, conforme a lo expuesto en el considerando SÉPTIMO de esta resolución.----------------
MAGISTRADO PRESIDENTE. Magistrado Armando Maitret Hernández tiene el uso de la palabra.--------------------------------------------
MAGISTRADO ARMANDO I. MAITRET HERNÁNDEZ.- Gracias Magistrado Presidente. Con fundamento en lo dispuesto por los artículos 61, fracción IV de la Ley Procesal Electoral para el Distrito Federal, así como 8, fracción V y 97 de nuestro Reglamento Interior, solicito se inserte antes de las firmas de esta sentencia, un voto particular que haré llegar con oportunidad.--------------------------------------
MAGISTRADO PRESIDENTE.- Señor Secretario, tome nota de la petición formulada por el Magistrado Maitret.-----------------------------------
SECRETARIO GENERAL.- Así se ha hecho señor Presidente.-----------

MAGISTRADO PRESIDENTE. Solicito al licenciado Juan Manuel Lucatero Radillo, dé cuenta con el proyecto de sentencia emitido en el expediente TEDF-JIAI-004/2009, que la Ponencia del Magistrado Alejandro Delint García, somete a consideración de este Órgano Colegiado.
-------------------------------------------------------------------------------
LICENCIADO JUAN MANUEL LUCATERO RADILLO. Con su venia Magistrado Presidente, señores Magistrados. Con fundamento en el artículo 199, fracción IV del Código Electoral del Distrito Federal, doy cuenta con el proyecto de resolución del expediente identificado con la clave TEDF-JIAI-004/2009, formado con motivo de la demanda interpuesta por el ciudadano Eduardo Sergio Gómez y Bustamante, en contra de la resolución de doce de octubre de dos mil nueve, emitida por el Contralor General del Instituto Electoral local, en el expediente de responsabilidad administrativa CG/PAD/002/2009, mediante la cual determinó imponerle las sanciones administrativas, consistentes en: a) inhabilitación temporal para desempeñar empleos, cargos o comisiones en el servicio público por el plazo de once años, previa destitución del cargo que ostentaba como Secretario Administrativo, y b) sanción económica por la cantidad de $833,934.78 (ochocientos treinta y tres mil novecientos treinta y cuatro pesos 78/100 M.N). Asimismo, en contra de los actos que como consecuencia de la ejecución de dicha resolución han llevado a cabo o realicen las demás autoridades que señala como responsables, siendo éstas: Consejera Presidente, Titular de la Unidad Técnica de Asuntos Jurídicos, Directora de Personal, Subcontralor de Responsabilidades e Inconformidades y los Notificadores Roque Gregorio Gabriel Carmona y Jorge Mena Nájera adscritos a la Contraloría General, todos del Instituto Electoral del Distrito Federal; así como el Titular de la Secretaría de Finanzas y el Contralor General, ambos del Gobierno del Distrito Federal. El actor hace valer como agravios, en síntesis, los siguientes: Primero. La falta de competencia del Contralor General del Instituto Electoral del Distrito Federal para revisar cuestiones de validez de un nombramiento, como inferior jerárquico de quien lo aprobó, que se traduce en la violación al artículo 16 constitucional. Segundo. La inexistencia del Subcontralor de Responsabilidades e Inconformidades de la Contraloría General del Instituto Electoral local, que se traduce en una violación al artículo 16 constitucional. Tercero. La resolución que se impugna viola el artículo 16 constitucional, por no estar debidamente fundada y motivada, al no guardar relación los fundamentos de derecho que la sustentan con las causas inmediatas y razones particulares que se tomaron en cuenta para considerar que infringió la norma. Cuarto. Los razonamientos del Contralor General del Instituto Electoral del Distrito Federal, carecen de veracidad y por ende, son conculcatorios de las garantías consagradas por los artículos 14 y 16 constitucionales. Quinto. La indebida valoración de los argumentos y las pruebas aportadas por el actor, lo que traduce en violación a las garantías consagradas en los artículos 14 y 16 constitucionales. Sexto. La sanción impuesta es excesiva y desproporcionada. Carece de análisis de los elementos establecidos por el artículo 54 de la Ley Federal de Responsabilidades de los Servidores Públicos, que deberán ser tomados en cuenta para la imposición de las sanciones, lo que se traduce en falta de motivación y fundamentación. Séptimo. Se violentó la ejecución de la sanción, porque a pesar de que el Contralor General sabía que no era una resolución firme existía un procedimiento específico para hacerlo, ordenó su ejecución y presionó a la Consejera Presidente del órgano colegiado a ejecutarla, no obstante saber que no era la superior jerárquica del actor. Los primeros cinco agravios se propone declararlos infundados, por las siguientes razones: De conformidad con lo dispuesto en los artículos 57 y 60 de la Ley Federal de Responsabilidades de los Servidores Públicos; 122 y 124 del Código Electoral del Distrito Federal; y 37 del Reglamento Interior del Instituto Electoral local, la Contraloría General de dicho Instituto, es un órgano con autonomía técnica y de gestión, que tiene a su cargo fiscalizar el manejo, custodia y aplicación de los recursos del Instituto Electoral, así como para instruir los procedimientos y, en su caso, aplicar las sanciones establecidas en la Ley Federal de Responsabilidades de los Servidores Públicos. Por lo tanto, es incuestionable que el Contralor General del Instituto referido, al instruir el procedimiento administrativo y determinar las sanciones, que en el presente juicio son objeto de impugnación por parte del actor, lo hizo con base en la competencia que las disposiciones normativas invocadas le otorgan. Sin que se advierta de autos, como lo aduce el actor, que el Contralor General hubiera revisado y vetado el Acuerdo del Consejo General de ese Instituto, mediante el cual aprobó su designación como Secretario Administrativo. Por lo que respecta a la supuesta inexistencia del Subcontralor de Responsabilidades e Inconformidades, debe señalarse que si bien es cierto, que en el artículo 41 del Reglamento Interior de dicho Instituto, sólo se contempla el cargo como “Subcontralor de Responsabilidades”, también lo es, que en el Catálogo General de Cargos y Puestos, sí existe como “Subcontralor de Responsabilidades e Inconformidades”. Ante esta situación, debe decirse que el Consejo General del Instituto Electoral local aprobó ambos ordenamientos internos, mediante acuerdos ACU-025-08 y ACU-068-08, de once de abril y veinte de diciembre de dos mil ocho, respectivamente, ambos tienen la misma jerarquía normativa y el mismo ámbito espacial de vigencia. Consecuentemente, no existe conflicto entre ellos, porque aun cuando no haya disposición derogatoria, opera el principio jurídico de que la ley posterior, deroga tácitamente a la anterior, en las disposiciones que le sean total o parcialmente incompatibles, de tal suerte que al ser el acuerdo ACU-068-08 posterior al ACU-025-08, aquél deroga tácitamente el artículo 41 del Reglamento Interior del Instituto Electoral del Distrito Federal y, por lo tanto, la autoridad que persiste es la Subcontraloría de Responsabilidades e Inconformidades. En cuanto a la valoración de las pruebas y la acreditación de la infracción imputada al actor, que tienen que ver con lo expuesto por este en los agravios tercero a quinto, la resolución combatida se encuentra debidamente fundada y motivada, pues el Contralor General del Instituto Electoral del Distrito Federal, citó las disposiciones legales infringidas por el actor, al momento de protestar el nombramiento de Secretario Administrativo, a sabiendas que no cumplía con uno de los requisitos legales para desempeñar el cargo. En efecto, constan en autos diversas pruebas, con las que se acredita que el actor, fungió como Director General de Ordenamiento y Regularización, adscrito a la Subsecretaría de Ordenamiento de la Propiedad Rural de la Secretaría de la Reforma Agraria, en el período comprendido del dos de agosto al diecinueve de octubre de dos mil cinco; siendo que uno de los requisitos para ocupar el cargo de Secretario Administrativo del Instituto Electoral local, es no haber desempeñado un cargo con nivel de Director General, a menos que se separe del cargo con cinco años de anticipación a su nombramiento. Si bien, el actor alega que el cargo de Director General lo desempeñó con el carácter de temporal, también lo es que los artículos 90, fracción X y 111 del Código de la materia, de los que se desprende este requisito, no distinguen sobre la temporalidad del cargo y, por lo tanto, donde la ley no distingue no se debe distinguir. De tal suerte, que al haber desempeñado ese cargo, sin cumplir con la temporalidad señalada en el Código invocado, es evidente que no cumple con los requisitos para desempeñarse como Secretario Administrativo del Instituto Electoral del Distrito Federal, tal como quedó sustentado en la resolución impugnada. Ahora bien, por lo que respecta al agravio sexto, relativo a la sanción excesiva y desproporcionada, se propone declararlo parcialmente fundado, ya que del análisis del acto controvertido, se desprende que sólo la sanción de la destitución, se encuentra debidamente fundada y motivada, pues como se ha dado cuenta, si el actor no cumple con un requisito de ley, para desempeñar el cargo de Secretario Administrativo, es evidente que la destitución resulta procedente. Lo que no sucede en el caso de la inhabilitación y la sanción económica, respecto de las cuales, el Contralor General del Instituto Electoral local, no expone razones suficientes y fundadas para sustentarlas. Finalmente, por lo que respecta al agravio séptimo, relativo a que no era la Consejera Presidente, sino el Consejo General del Instituto Electoral local quien debía haber ejecutado la sanción de destitución, se propone declararlo infundado, ya que tratándose de la sanción administrativa, consistente en la destitución de los servidores públicos de confianza, como es el caso, la aplicación de la misma corresponde al superior jerárquico y surte efectos al notificarse la resolución, dado que la propia ley de responsabilidades la considera de orden público. Si bien es cierto, que el Consejo General del Instituto Electoral local es quien designa al Secretario Administrativo, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 95, fracción V del Código Electoral del Distrito Federal, también lo es que para efectos de operatividad y conforme a su ámbito de competencia, aquél se encuentra adscrito a la Presidencia del Instituto, tal como lo dispone el artículo 6, apartado B de su Reglamento Interior. Por lo tanto, si el Consejo General, en ejercicio de sus atribuciones legales determinó, a través del Acuerdo indicado, que el Secretario Administrativo dependería operativamente de la Consejera Presidente, es evidente que ésta es competente para ejecutar la sanción de destitución determinada por el Contralor General de dicho Instituto. Con base en lo anterior, en el proyecto de cuenta, se propone modificar la resolución impugnada, a efecto de confirmar la sanción de destitución, y revocar las sanciones de inhabilitación y económica que le fueron impuestas al actor en la misma. Como consecuencia de ello, dejar sin efectos los actos realizados por la Secretaría de Finanzas y la Contraloría General, ambos del Gobierno del Distrito Federal, con motivo de los oficios que en cumplimiento de la resolución impugnada, giró la Contraloría General del Instituto Electoral del Distrito Federal. Por otra parte, se propone sobreseer el juicio, respecto de la Consejera Presidente, Directora del Personal, Titular de la Unidad Técnica de Asuntos Jurídicos y los notificadores Roque Gregorio Gabriel Carmona y Jorge Mena Nájera adscritos a la Contraloría General, todos del Instituto Electoral local. En el caso de las dos primeras, porque de conformidad con lo dispuesto en los artículos 178, fracción III y 179, fracción II de la Ley Procesal Electoral para el Distrito Federal, los actos que les fueron imputados por el actor, se encuentran vinculados con la ejecución de la sanción de destitución, la cual, de ser confirmada en la presente resolución, hace que aquellos queden firmes y, por lo tanto, sean considerados como actos consumados de un modo irreparable. Respecto del Titular de la Unidad Técnica de Asuntos Jurídicos, en razón que de las constancias que obran en autos, no se desprende que exista algún acto realizado por dicha autoridad. Y, por lo que se refiere a los notificadores, porque el acto que les fue imputado por el enjuiciante, no causó perjuicio alguno a éste, ya que se trata de una razón de notificación, en la que se hizo constar que no fue posible notificarle un oficio de la Contraloría General del Instituto Electoral local; la cual, de acuerdo al contenido de las constancias que integran el expediente, no tuvo efecto jurídico alguno en contra de aquél. Es la cuenta señores magistrados.--------------------------------------------------------
MAGISTRADO PRESIDENTE. Gracias licenciado. Señores Magistrados está a su consideración el proyecto de cuenta. Magistrado Alejandro Delint García, tiene el uso de la palabra.------------
MAGISTRADO ALEJANDRO DELINT GARCÍA.- Gracias Magistrado Presidente, compañeros Magistrados. Mi intervención en este caso, se da en razón de que el mismo expediente invita a hacer algunas reflexiones. Hago el señalamiento, que estas reflexiones son genéricas, y desde luego, no se refieren en forma específica ni a las partes, ni al caso concreto, aunque desde luego, abordan la misma temática del asunto del cual se nos ha presentado la cuenta. Tenemos un asunto, un juicio de inconformidad administrativa que de alguna manera, nos debe llevar a reflexiones y análisis de hasta dónde alcanza o hasta dónde lleva el ámbito de competencia y de intervención de las Contralorías Generales, en términos de la reforma reciente. Contralorías que se dan en los órganos autónomos; en este caso, en el Instituto Electoral del Distrito Federal. ¿Y por qué señalo esto? Porque por muchos años, quienes conocen la historia de estos organismos autónomos -que somos todos los aquí presentes-, sabemos que durante muchos años, estos organismos se constituyeron en ínsulas de poder y de impunidad, -haciéndome cargo de lo que señalo-. Así fue hace mucho tiempo, instituciones federales en materia electoral, en donde propiamente los altos directivos, los Consejeros o los Magistrados, sus actuaciones no podían ser revisadas por nada, ni por nadie. Afortunadamente, hoy en día estamos ante situaciones diversas plasmadas en la ley, esto es, en lo particular, yo celebro que en la ley existan instancias de control, de auditoría, de fiscalización como existe hoy en día, tanto en el Instituto Electoral como en este Tribunal, porque de esa manera el ciudadano, el servidor público, el empleado, puede acudir a estas instancias y hacer valer sus derechos, y de esta manera, las personas que estamos en los órganos superiores de dirección, estamos también sujetos a fiscalización. Me parece que eso es positivo. Ahora bien, la reflexión también la hago en este sentido. Es invariable que el Consejo General del Instituto Electoral del Distrito Federal es —por mandato de ley— el órgano superior de dirección, como lo es este Pleno en este Tribunal; eso creo que nadie podríamos tener duda porque se desprende de la ley. Sin embargo, de la litis del caso concreto —ahora sí me voy a referir al caso concreto— se desprende un alegato, un argumento de la parte actora, en el sentido de que la Contraloría no puede revisar los actos del Consejo, porque un inferior jerárquico no puede revisar actos del superior jerárquico. En mi convicción, la Contraloría del Instituto y la Contraloría de este Tribunal, no son inferiores jerárquicos ni del Consejo General ni del Pleno. Y me explico: no son inferiores jerárquicos particular y específicamente por cuanto hace —y ése es mi comentario, y lo circunscribo a esa especificidad— por cuanto hace a los procedimientos disciplinarios o procedimientos administrativos de responsabilidades. ¿Por qué sostengo esto? Más allá de que es una opinión, que desde luego se plasma en el proyecto que ahora pongo a consideración, porque de la propia ley se desprende la autonomía técnica y de gestión de las Contralorías. No entendería la razón de la reforma, no entendería la razón de ser de una Contraloría General adscrita a este Tribunal o adscrita al Instituto Electoral, si fuera inferior jerárquico de los órganos superiores. Aquí tenemos un diseño, en donde si bien el Consejo General es el órgano superior, eso es indudable, y el Pleno, lo es en términos de este Tribunal, las Contralorías en los términos que están actualmente en la ley, tienen plena autonomía técnica de gestión y, -desde mi punto de vista, y perdón por ser redundante-, no están sujetas, en todo caso, para esos efectos de los procedimientos disciplinarias a las decisiones de estos órganos superiores de dirección, ni por el contrario, de alguna manera la ley les permite auditarlos y fiscalizarlos. Así como señala este punto que es genérico, insisto, pero que también se desprende del caso concreto, también señalo que es importante que esta autonomía técnica y de gestión constituya o se ejerza con un punto de equilibrio, de sensatez, de objetividad. ¿Por qué? Porque las Contralorías como cualquier ente de auditoria, como pudiera ser la Contaduría Mayor de Hacienda de la Asamblea Legislativa, o como puede ser cualquier ente fiscalizador, su razón de ser es, precisamente, fiscalizar, cuidar, entre otros aspectos, los recursos o el cumplimiento de las normas y los procedimientos. Pero hay que tener cuidado para no transformar el ejercicio de estas atribuciones en un aspecto que objetivamente debe ser de rendición de cuentas, a un aspecto que en la práctica se puede dar de ajuste de cuentas. No es lo mismo revisar que ajustar. Porque la revisión se da desde un aspecto del ejercicio de la atribución, y desde un ámbito objetivo, el ajuste de cuentas se presta para filias, para fobias, para aspectos de carácter muy subjetivo que pueden llevar también, al ejercicio indebido por parte de las Contralorías, de estas atribuciones que están en la ley. ¿Qué quiero decir con esto? Que en este caso concreto y específico, la convicción está dada en términos de que la destitución, que ya había sido determinada por la Contraloría, en la convicción del proyecto está confirmada. Pero también, y no debemos dejar pasar esto, el señalamiento que está en los considerandos del proyecto, hay una desproporcionalidad en las otras dos sanciones impuestas por la Contraloría. La inhabilitación y el resarcimiento económico. Y habría que tener cuidado con esa ponderación que, desde mi punto de vista deben tener los órganos fiscalizadores. ¿Qué quiere decir con esto? Que también más allá del ejercicio de las atribuciones que no es discutible, y que desde mi punto de vista viene a ser sano en un estado democrático como es la existencia de las Contralorías, sí habría que tener mucho cuidado cómo se ejercen estas atribuciones y también mucho cuidado de a quiénes designan los encargados de las designaciones de estos cargos; porque no se trata nada más, de cumplir con los requisitos formales que la ley señala para ser Contralor General. Me parece que también habría que tener mucho cuidado en que la designación recaiga en personas que tengan ése equilibrio, esa sensatez, esa ponderación que implica una responsabilidad tan alta como es auditar, fiscalizar los recursos. Creo que el caso que está a nuestra consideración, nos da esa oportunidad de reflexionar sobre esos puntos de vista, y nos da la oportunidad porque estamos viendo, al menos esa es la ponderación que hacemos en el proyecto, como una de las sanciones que estaba plenamente probada, al menos en autos, pero hay un esquema en las otras dos sanciones que deja muchas dudas, y que desde nuestro punto de vista no estaba ni fundada, ni motivada, por esto se propone su revocación. Muchas gracias.------------------------------------------------------------------------
MAGISTRADO PRESIDENTE. ¿Alguna otra intervención? Al no haber más intervenciones, señor Secretario General recabe la votación que corresponda.-----------------------------------------------------------------------------
SECRETARIO GENERAL. Sí, señor Presidente. Magistrado Armando Maitret Hernández.---------------------------------------------------------------------

MAGISTRADO ARMANDO I. MAITRET HERNÁNDEZ. En favor del Proyecto.----------------------------------------------------------------------------------
SECRETARIO GENERAL. Magistrado Darío Velasco Gutiérrez.
--

MAGISTRADO DARÍO VELASCO GUTIÉRREZ. Con el proyecto.


SECRETARIO GENERAL. Magistrado Ponente Alejandro Delint García.


MAGISTRADO ALEJANDRO DELINT GARCÍA. A favor.------------------

SECRETARIO GENERAL. Magistrado Presidente Adolfo Riva Palacio Neri.


MAGISTRADO PRESIDENTE. A favor.


SECRETARIO GENERAL. Señor Presidente, señores Magistrados el proyecto de resolución ha sido aprobado por unanimidad de votos.-----

MAGISTRADO PRESIDENTE. En consecuencia, se resuelve: -----------

PRIMERO. Se SOBRESEE el presente juicio, respecto de la Consejera Presidenta, Directora de Personal, Unidad Técnica de Asuntos Jurídicos y los notificadores Roque Gregorio Gabriel Carmona y Jorge Mena Nájera adscritos a la Contraloría General, todos del Instituto Electoral del Distrito Federal, de conformidad con lo expuesto en los Considerandos SEGUNDO y SEXTO de la presente resolución.-

SEGUNDO.- Se MODIFICA la resolución de doce de octubre de dos mil nueve, dictada en el procedimiento administrativo disciplinario CG/PAD/002/2009, para los efectos precisados en el Considerando SEXTO de la presente sentencia.--------------------------------------------------
MAGISTRADO PRESIDENTE. Solicito a la licenciada Erika Estrada Ruiz, dé cuenta con el proyecto de sentencia emitido en el expediente TEDF-JIAI-001/2010, que la Ponencia del Magistrado Armando Maitret Hernández, somete a consideración de este Órgano Colegiado.----------
LICENCIADA ERIKA ESTRADA RUIZ. Con su autorización señor Presidente, señores Magistrados. Doy cuenta con el proyecto de sentencia relativo al juicio de inconformidad uno de este año, promovido por Octavio Alberto Domínguez Romero en contra de la resolución de veintiséis de noviembre de dos mil nueve, por la que la Contraloría General confirma la resolución dictada en el procedimiento administrativo disciplinario, en el que se determinó sancionar al actor con la destitución del cargo que ocupaba como Jefe de Departamento de Normatividad y Desarrollo en el Instituto Electoral del Distrito Federal, así como con una sanción económica. En el proyecto que se somete a su consideración, se propone declarar infundados tres de los cuatro agravios expresados por el actor, por las razones siguientes: En cuanto a la falta de competencia de la autoridad que inició, sustanció y resolvió el procedimiento administrativo disciplinario, en el proyecto se considera que no le asiste la razón al actor, toda vez que todas las actuaciones dictadas en el citado procedimiento, se encuentran firmadas por el entonces Contralor Interno, autoridad que tenía la facultad de iniciar los procedimientos administrativos disciplinarios en contra de los servidores públicos del Instituto Electoral local y, en su caso, aplicar las sanciones conducentes en términos de la Ley Federal de Responsabilidades de los Servidores Públicos. Ahora bien, respecto a la irregularidad que el actor alega, se dio en el procedimiento administrativo, al no celebrarse la audiencia en la hora establecida en el citatorio que para esos efectos le fue notificado; en el proyecto se propone estimar como infundado su agravio, tomando en consideración que obra en autos constancia de que fue debidamente notificado del día y hora en que tendría verificativo la celebración de la audiencia de mérito, observándose de la lectura del acta, que el ciudadano Octavio Alberto Domínguez Romero, no compareció ante la autoridad a hacer uso del derecho que le confiere la Ley Federal de Responsabilidades de los Servidores Públicos, siendo que si bien, hubo un retraso en el inicio de la diligencia, esto se debió a la espera que la autoridad hizo con la finalidad de salvaguardar la garantía de audiencia del hoy actor, circunstancia que de modo alguno puede ser reprochable a la autoridad responsable, ya que con esa medida, intentó salvaguardar los derechos del impetrante de ofrecer pruebas y manifestar alegatos. Ahora bien, por lo que hace a la impugnación de la elaboración del Dictamen Técnico 001/2007 del que el actor alega que intervino personal de la entonces Contraloría Interna, que no tenía competencia expresa y facultades debidamente sustentadas en el Código Electoral local, ni en el Reglamento Interior del Instituto Electoral del Distrito Federal, dado que no estaban contempladas como autoridades dentro de la Contraloría Interna, se estima que de igual manera, resulta infundado; ya que el Consejo General mediante diversos Acuerdos, aprobó la estructura del Instituto Electoral del Distrito Federal, dentro de la que contempló la existencia y atribuciones del Director de Auditoria, quien, junto con otros servidores, fue además comisionado por el propio Contralor Interno para que realizara la auditoria interna, en observancia al procedimiento aprobado por el Consejo General del citado Instituto. Finalmente, por lo que hace al agravio cuarto, que es el que motiva el sentido del proyecto de resolución que se somete a su consideración, el actor alega que la decisión tomada por la entonces Contraloría Interna de sancionarlo administrativamente es ilegal, ya que no existía alguna disposición en el Código Electoral local o en el Reglamento Interior del Instituto Electoral local, así como orden expresa emitida por superior jerárquico, de la que se desprenda que como Jefe del Departamento de Normatividad y Desarrollo, tenía la obligación de llevar el control, vigilancia y supervisión del sistema automático de gestión para la puntualidad y asistencia; por lo que el Contralor no podía imponerle una sanción con base en inferencias o presunciones, sino que se requería que existiera expresamente una disposición legal o reglamentaria que le impusiera como obligación al actor el manejo del sistema aludido. Al respecto, en el proyecto que se somete a su consideración se pone en evidencia que la resolución reclamada adolece de una debida fundamentación y motivación, tomando en consideración que la Contraloría Interna indebidamente, determinó sancionar al actor teniendo como elementos de prueba el oficio de quince de julio de dos mil cinco, por el que el Director de Recursos Humanos señala a Octavio Alberto Domínguez Romero, como responsable del registro de incidencias, que arrojara el sistema automático de gestión; así como la Cédula de Trabajo de veinte de octubre de dos mil cinco, elaborada con motivo de las entrevistas realizadas a servidores públicos de la Dirección de Recursos Humanos. Ambos documentos, cabe señalar, fueron elaborados con posterioridad, al supuesto incumplimiento de las obligaciones del hoy actor y carecen de fuerza legal semejante a la que genera una ley, reglamento, manual de organización, estatuto orgánico, circular, oficio de comisión u otro documento similar; ya que en ellos, sólo asientan consideraciones particulares de los servidores públicos que intervinieron en su elaboración, sin que exista un mandato de superior jerárquico o de órgano legalmente facultado para ello notificado con oportunidad al actor. Por tanto, en el proyecto se sostiene que es dable concluir que en materia de responsabilidades de los servidores públicos, impera el principio de inocencia y que la carga probatoria recae sobre la autoridad encargada del procedimiento respectivo, por lo que es fundamental que en la resolución que determine una conducta infractora, en primer lugar, se demuestre con base en las funciones encomendadas al puesto público que ocupa el servidor por ley, reglamento u otro ordenamiento que tenga fuerza legal jurídica vinculante, que hubo una conducta ilícita; es decir, se debe demostrar que el servidor público actuó contrariamente, a las funciones que tenía encomendadas de acuerdo a su puesto ocupacional, y posteriormente, se fundamente en el ordenamiento legal que tipifique específicamente la obligación del servidor público. Por lo anterior, atribuirle responsabilidad administrativa al actor, con base en un oficio y un documento de trabajo realizado con motivo de una auditoría interna, en los que se hacen constar manifestaciones subjetivas y que carecen de fuerza legal, no son suficientes para considerar al actor administrativamente responsable y, en consecuencia, imponerle una sanción. En otras palabras, en la propuesta se señala, que la cédula de trabajo levantada por personal de la entonces Contraloría Interna, solamente pone de manifiesto el dicho de quienes en ella participaron, pero no crea convicción sobre sí las actividades que supuestamente realizaba, estaban determinadas normativamente; es decir, sí las obligaciones que en la misma se señalan corrían a cargo de los servidores públicos que intervinieron. Considerar lo contrario, sería permitir que sean los propios servidores públicos quienes determinen las obligaciones a su cargo y no así la autoridad competente para ello, que en el caso a estudio lo es el Consejo General del Instituto Electoral local. Por lo anterior, en el proyecto se propone revocar el fallo de veintiséis de noviembre de dos mil nueve, emitido dentro del recurso de revocación promovido por el actor, así como la resolución de veintiocho de septiembre de dos mil siete, recaída al expediente administrativo disciplinario que se abrió por supuestas irregularidades cometidas por el actor en el ejercicio del servicio público y, por ende, dejar insubsistentes las sanciones impuestas. Es la cuenta señores Magistrados.-----------------------------------------------------------------------------
MAGISTRADO PRESIDENTE. Gracias licenciada. Señores Magistrados está a su consideración el proyecto de cuenta. Magistrado Armando Maitret Hernández tiene el uso de la voz.-----------
MAGISTRADO ARMANDO I. MAITRET HERNÁNDEZ.- Gracias Magistrado Presidente, distinguidos Magistrados. Muy brevemente, sólo para recalcar un par de cosas. Este expediente se me returnó en marzo del dos mil diez, es un expediente que es añejo. En septiembre de dos mil siete se le impuso la sanción al ex servidor público y, en noviembre de dos mil nueve, es decir, dos años después, la Contraloría General resolvió el recurso de reconsideración. Desde luego, el sentido de mi propuesta va a involucrar los derechos económicos en favor del ex servidor - si ustedes determinan votar el sentido del proyecto, su situación jurídica cambiará - pero me parece que es relevante en materia de que este Tribunal es totalmente ajeno al retardo de la resolución de fondo del asunto. Y, también quiero destacar, que se basa en un principio fundamental del Derecho Administrativo Sancionador o del Derecho Penal, que es el de presunción de inocencia ¿Por qué? Señores Magistrados, en este caso, efectivamente, yo no estoy sosteniendo en mi proyecto que los hechos que le imputan, no hayan sucedido. Es decir, hubo falta de reporte de las incidencias del personal del Instituto Electoral que significaron, en su momento, que la Dirección de Recursos Humanos no aplicara los descuentos correspondientes por inasistencias o porque las personas o lo servidores públicos llegaban fuera de sus horarios de trabajo. Sin embargo, el único documento en el que se basa la resolución, es un levantamiento de las actividades que realiza el personal adscrito a la Dirección de Recursos Humanos, para la justificación y/o aplicación de las incidencias en que incurra el personal del Instituto en sus diferentes modalidades, documento que, por cierto, se levantó con posterioridad a la fecha en la que supuestamente sucedieron las cosas. Entonces, en la propuesta se sostiene y me parece que esa es la parte más relevante en materia de prevención de este tipo de cosas, que para fincar responsabilidad de un servidor público, es necesario que las instituciones establezcan con toda claridad o esté establecido con toda claridad en la Ley, el Reglamento, Manuales de Organización, Manuales de Procedimientos, Circulares, Acuerdos u oficios de comisión, al menos, cuáles son las obligaciones que tiene cada servidor público. Si no, desafortunadamente, aunque hayan sucedido los hechos, las Contralorías Internas o los órganos que la leyes prevén para establecer responsabilidades, se encontraran frente a faltas de elementos demostrativos para establecer la responsabilidad, porque ¿cómo puede haber responsabilidad de alguien si no tenía, previamente, una obligación establecida?. En este sentido, señores Magistrados, es la propuesta que me permito formularles.-------------------------------------------------------------------------------
MAGISTRADO PRESIDENTE. ¿Algún otro comentario? Al no haber más comentarios, señor Secretario General recabe la votación que corresponda.-----------------------------------------------------------------------------
SECRETARIO GENERAL. Sí, señor Presidente. Magistrado Alejandro Delint García.----------------------------------------------------------------------------

MAGISTRADO ALEJANDRO DELINT GARCÍA. A favor.------------------

SECRETARIO GENERAL. Magistrado Darío Velasco Gutiérrez.
--

MAGISTRADO DARÍO VELASCO GUTIÉRREZ. Con el proyecto.


SECRETARIO GENERAL. Magistrado Ponente Armando Maitret Hernández.

MAGISTRADO ARMANDO I. MAITRET HERNÁNDEZ. Con la propuesta.--------------------------------------------------------------------------------
SECRETARIO GENERAL. Magistrado Presidente Adolfo Riva Palacio Neri.


MAGISTRADO PRESIDENTE. A favor.


SECRETARIO GENERAL. Señor Presidente, señores Magistrados el proyecto de resolución ha sido aprobado por unanimidad de votos.-----

MAGISTRADO PRESIDENTE. En consecuencia, se resuelve: -----------

PRIMERO. Se REVOCA la resolución de veintiséis de noviembre de dos mil nueve dictada en el expediente del recurso de revocación CI-RR-06/2009 y, por ende, el fallo pronunciado el veintiocho de septiembre de dos mil siete, dictado en el expediente CI/RESP/01/2007, relativos al procedimiento administrativo disciplinario en contra de Octavio Alberto Domínguez Romero, dejándose sin efectos las sanciones administrativas que le fueron impuestos, en términos de lo expuesto en el considerando CUARTO de la presente resolución.------------------------------------------------------------

SEGUNDO. Se ORDENA al Instituto Electoral del Distrito Federal realice las acciones necesarias y pertinentes para restituir al ciudadano Octavio Alberto Domínguez Romero en el uso y goce de los derechos que le fueron violados con motivo de las sanciones administrativas que le fueron impuestas de manera ilegal.------------------

MAGISTRADO PRESIDENTE. Señor Secretario informe a este Pleno si existe algún otro asunto que desahogar en esta sesión pública.

SECRETARIO GENERAL. Señor Presidente, señores Magistrados, han sido agotados todos los asuntos listados en el orden del día.


MAGISTRADO PRESIDENTE. No habiendo otro asunto que tratar, se da por concluida la presente sesión pública. Gracias.
--
____________________________

ADOLFO RIVA PALACIO NERI

MAGISTRADO PRESIDENTE

	_______________________________

ALEJANDRO DELINT GARCÍA

MAGISTRADO 
	_______________________________

ARMANDO I. MAITRET HERNÁNDEZ

MAGISTRADO 



	
	

	_______________________________

DARÍO VELASCO GUTIÉRREZ

MAGISTRADO 


EL LICENCIADO GREGORIO GALVÁN RIVERA, SECRETARIO GENERAL DEL TRIBUNAL ELECTORAL DEL DISTRITO FEDERAL, CON FUNDAMENTO EN LO DISPUESTO POR LOS ARTÍCULOS 188, INCISO J) DEL CÓDIGO ELECTORAL DEL DISTRITO FEDERAL Y 28, FRACCIÓN XVI DEL REGLAMENTO INTERIOR DEL PROPIO TRIBUNAL, AUTORIZA Y DA FE, DE QUE LA PRESENTE ACTA CONCUERDA FIELMENTE CON LA SESIÓN PÚBLICA DEL PLENO DEL TRIBUNAL ELECTORAL DEL DISTRITO FEDERAL, CELEBRADA EL CATORCE DE MAYO DE DOS MIL DIEZ. DOY FE.
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